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Editorial 

Este año inicia con grandes  retos para los derechos  humanos,  especialmente  

por las crisis  humanitarias  que  se  viven  y  que  se  han  generado  por  una  

migración  sin precedentes, una gran oleada de personas que aspiran a llegar a los 

Estados Unidos de Norteamérica, ante una gran resistencia de este país que raya 

en la xenofobia, tan sólo en los primeros tres meses de este año de Centroamérica 

y otras regiones del mundo han ingresado a México 300 mil personas con la 

finalidad de llegar a realizar el “sueño americano”. 

El tránsito  que  realizan  en  México  se  ve  plagado  por  graves  

violaciones  de derechos humanos para esta movilidad humana, desde trata de 

personas, uso de “mulas” y reclutamiento  por las organizaciones  del crimen  

organizado,  desaparición  forzada, detenciones arbitrarias, entre otros, es de 

resaltarse que gran parte del flujo humano lo conforman niños, niñas y 

adolescentes no acompañados de adultos. 

Algo que despierta varias hipótesis por la cantidad de migrantes, que 

requiere de una organización  premeditada, pues no se explica la magnitud del 

movimiento humano sino  está  inducido,   aunado  a  la  explicación   de  la  

grave  situación  de  falta  de oportunidades, inseguridad y pobreza que viven en 

sus países de origen. 

Si sumamos esta emigración a la generada en Venezuela a causa de un 

gobierno dictatorial, la crisis humanitaria en Latinoamérica es el mayor reto 

hasta ahora del siglo XXI. 

 
En este doceavo número de la Serie Latinoamérica electrónica se presentan 

artículos de destacados  juristas  con temas de gran importancia  para 

comprender  los fenómenos jurídicos actuales: 



LÍMITES   A   LA   DEMOCRACIA   de   Alfonso   Jaime   Martínez   

Lazcano; DERECHO FUNDAMENTAL AL MEDIO AMBIENTE Y 

RESPONSABILIDAD PENAL DE LAS EMPRESAS de Oscar Luis Barajas 

Sánchez; INTEGRIDAD CONVENCIONAL: LOS CÍRCULOS DE 

PROTECCIÓN DENTRO DEL SISTEMA INTERAMERICANO DE 

DERECHOS HUMANOS. UN ANÁLISIS AL ORDENAMIENTO JURÍDICO 

COLOMBIANO Y MEXICANO de Jaime Cubides Cárdenas,  Wismann  Johan  

Díaz  Castillo  y  Antonio  Fajardo  Rico;     EL  PODER JUDICIAL DE LA 

FEDERACIÓN   CONTRA SÍ MISMO. LA OPACIDAD EN LA SELECCIÓN Y 

DESIGNACIÓN DE JUECES DE DISTRITO Y MAGISTRADOS DE 

CIRCUITO CUANDO SE VIOLAN LOS DERECHOS HUMANOS 

DIGNIDAD, IGUALDAD Y SEGURIDAD,   JURÍDICA de Carlos Hugo 

Tondopó Hernández; EL SISTEMA  INTERAMERICANO  DE  DERECHOS  

HUMANOS.  EL PROCEDIMIENTO  ANTE  LA COMISIÓN  

INTERAMERICANA  DE DERECHOS HUMANOS de Sonia Escalante López; 

LA PRESUNCIÓN DE INOCENCIA de Luis Gerardo Rodríguez Lozano;   

RESPONSABILIDAD CIVIL POR NEGLIGENCIA MEDICA FRENTE AL 

DERECHO HUMANO DE PROTECCIÓN DE LA SALUD de Hugo Carrasco 

Soulé, y CONSULTAS NACIONALES. DEMOCRACIA REAL O PRÁCTICA 

ILEGÍTIMA de Ángel Ezequiel Contreras Martínez. 

Estamos inmersos en una revolución jurídica, esencialmente por la 

influencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el ámbito interno 

de los países latinoamericanos  adheridos  al  Sistema  Interamericano  de  

Derechos  Humanos  que requiere  de muchas  voces  y reflexiones  para  

comprender  los nuevos  parámetros  de protección a los derechos humanos. 

Esperando que nuestras publicaciones vengan a contribuir y a impulsar la 

nueva cultura jurídica de protección de los derechos humanos. 

 
Alfonso Jaime Martínez Lazcano 

 
Editor y Director General 

 
Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, 1 de junio de 2019. 
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SUMARIO: I. Introducción. II. Conceptualización del Debido Proceso. III. Círculos de 

protección al debido proceso. IV. Mecanismo de protección nacional al debido proceso. V. 

Conclusiones. VI. Bibliografía. 

 

Resumen: la evolución de la humanidad y sus formas de organización conllevo en un 

primer momento a que la vida, la libertad y la dignidad estuvieran supeditados al querer de 

los monarcas y del más fuerte, que en algunos casos ante su benevolencia los protegía pero 

en otras no, sin embargo, gracias a la ilustración y la racionalidad se generaron gestas que 

conllevaron a la declaración de los derechos humanos como lo fue en su momento la 

revolución francesa, con la creación de los Estados de Derecho, pero que con la llegada de 

las dos guerras mundiales se puso en cuestionamiento su efectividad, conllevando a la 

creación por parte de la comunidad internacional de sistemas que buscaran en un primer 

objetivo la paz y la seguridad global, pero que igualmente contribuyeran a la efectividad de 

los derechos humanos, haciendo incluso responsable al Estado por esta obligación y 

permitiendo a las personas acudir a sus correspondientes estados para ello. 

 

Palabras clave: integridad convencional, debido proceso, círculos de protección, derechos 

humanos. 

 

Abstract: the evolution of humanity and its forms of organization led at first to life, freedom 

and dignity were subject to the will of the monarchs and the strongest, which in some cases 

before their benevolence protected them but in others, however, thanks to illustration and 

rationality generated deeds that led to the declaration of human rights as it was at the time 

the French Revolution, with the creation of the rule of law, but with the arrival of the two 

world wars questioned their effectiveness, leading to the creation by the international 

community of systems that seek, in a first objective, global peace and security, but that also 

contribute to the effectiveness of human rights, including making responsible to the State 

for this obligation and allowing people to go to their corresponding states for it. 

 

                                                                                                                                                     
Colombia. Investigador del Grupo de investigación Observatorio Ambiental y de Paz de la Universidad de la 
Amazonia. Contacto: gerencia@fajardomurciaabogados.com 
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Keywords: conventional integrity, due process, protection circles, human rights. 

 

I. INTRODUCCIÓN 

El surgimiento del Estado como organización se presenta ante la necesidad de sobrevivir 

por parte de la especie humana que individualmente no podía lograrlo, por lo cual la 

asociación y la convivencia en comunidad si lo facilitaban,2 dado que, al crearse un ente 

superior a la particularidad de la persona encargado de salvaguardarlos al ser dotado de 

poder este contaría con la capacidad de brindar seguridad a estos individuos,3 realidad 

denominada por los contractualistas como contrato social;4 sin embargo, esta omnipotencia 

es cuestionada por diversidad de corrientes filosóficas en las cuales se discute la protección 

que tienen estos individuos ante el poder de los Estados, realidad que se evidencio durante 

la Edad Media donde el poder del Estado recaía en una sola persona que tomaba sus súbitos 

como bienes. Marco en el cual el Debido Proceso nace a través de la racionalización de la 

ley como garantía material de los individuos ante el Estado pues son todas aquellas 

garantías que determinan y modulan el accionar de dicho ente.  

Bajo esta premisa el Debido Proceso se consolida dentro de los derechos humanos 

como el conjunto de prerrogativas que facilita la protección de los demás derechos, al 

contener no solamente los modos mediante los cuáles estos derechos sustanciales se 

                                                 
2 Esta condición es estudiada por el propio Aristóteles, para quien “el hombre es un zoon politikon, un animal 
social o político, en la medida en que necesita vivir en la polis, en la comunidad social y política para realizar 
sus propios fines: la vida buena, racional, virtuosa. De este modo, la comunidad se convierte en el marco 
necesario para que el hombre alcance sus fines: la ciudad subsiste (...) para el vivir bien”. en ARISTÓTELES, 
Política (traducción y notas de GARCÍA VALDÉS, Manuela), Biblioteca Básica Gredos, Madrid, 1988, p. 49. 
3 Habiendo desarrollado el argumento que favorece la constitución del Estado mediante un pacto que autoriza 
al Soberano a hacer cuanto sea necesario para garantizar la paz y la seguridad de los contratantes (capítulos 
13,14, 15, 16 y 17). En PLATA PINEDA, Oswaldo, Religión y política en el Leviatán de Thomas Hobbes, 
Praxis filosófica, 2006, no. 23, pp. 57-80. 
4 “El Contrato Social es una de las obras de teoría política más sabias y menos entendidas. Para algunos es un 
sueño político, una utopía, que el propio autor sabe que es irrealizable. No es en modo alguno un liberalismo, 
porque ese sistema hace perder la unidad del Estado y las ideas sociales roussonianas se orientan hacia una 
cierta equivalencia en la propiedad y en acercar los extremos en las clases sociales, en que no haya una 
distancia tan abrupta entre ricos y pobres. También su obra se interpreta desde una doble óptica no 
compatible: como un puro colectivismo, donde se renuncia a los intereses particulares con vistas al bien 
común, a pesar de que su propio autor era un individualista, un «paseante solitario». Como un antepasado 
lejano del totalitarismo, es quizás, una de las perspectivas menos prometedoras. No es tampoco una obra 
revolucionaria, siendo inexactas las palabras del poeta alemán H. Heine cuando situó a Rousseau como «la 
cabeza revolucionaria de la cual Robespierre no fue más que el brazo ejecutor». Su contribución es más bien 
indirecta y no de causalidad, al haber significado una inspiración que enriqueció el conjunto de ideas que 
fueron el trasfondo de la Revolución Francesa”. En QUIRÓS, Roberto Cañas, El Contrato Social de 
Rousseau: el problema de la natural enemistad entre la soberanía y el gobierno, Estudios, no. 21, pp. 123-
135. 
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materialicen sino que adicionalmente determina la forma que permite lograr este objetivo; 

en este sentido, el Debido Proceso ha tenido no solamente un desarrollo nacional sino que 

junto con la misma evolución de los mecanismos de protección de los Derechos Humanos 

ha tenido diversidad de instrumentos y órganos que se han encargado de desarrollar su 

contenido en diferentes círculos jurídicos; existiendo en el caso de la región 

latinoamericana el desarrollo convencional, constitucional y legal de este derecho, marco 

que en la actualidad representa para los jueces como autoridad competente retos para 

determinar la aplicación del Debido Proceso dentro de los procesos judiciales a su cargo, 

pues entre la diversidad de corrientes la supremacía entre la Constitución, la Convención y 

la Ley no permite concretar criterios claros de uso jurídico a estos sistemas. Delimitándose 

la cuestión que se busca resolver por medio de esta investigación en la pregunta sobre 

¿Culés son los criterios que deben ser implementados por los jueces o administradores de 

justicia dentro de los procesos que instruyen5 para determinar la efectiva aplicación del 

Debido Proceso? 

Cuestionamiento que determina como objetivo general de este capítulo determinar 

los criterios que deben ser implementados por los jueces o administradores de justicia 

dentro de los procesos que instruyen para determinar la efectiva aplicación del Debido 

Proceso, para lo cual, se desarrollara una primera sección el concepto y contenido del 

Debido Proceso, para seguir con el desarrollo que ha tenido este dentro de los diferentes 

círculos de protección, finalizando con el estudio del mecanismo que debe ser 

implementado dentro de los Estados para la protección de estos derechos con el fin de 

determinar la forma en la cual se aplican los diferentes círculos de protección en relación al 

debido proceso en los Estados colombiano y mexicano; haciendo uso dentro de este 

documento de la metodología deductiva pues a través de la técnica de rastreo bibliográfico 

                                                 
5 Sobre esta facultad se debe precisar que “los magistrados están para aplicar las leyes, incluso las que no les 
gusten. Pero ante todo están para aplicar la Constitución, incluso si no les gusta. Así, todo es cuestión de 
límites. La Constitución los pone y, mientras los poderes se queden dentro de ellos, pueden hacer lo que les 
parezca mejor, por correcto o incorrecto que sea ese parecer. Si se salen de ese marco, en cambio, los jueces 
no tienen la facultad de declarar la inconstitucionalidad de la medida: están obligados a hacerlo. Y su juicio en 
un sentido o en otro jamás debe ser político, en el sentido de coincidir o disentir con un gobierno o guardar 
lealtad a una persona, a una administración o a un partido: por eso los jueces tienen prohibido afiliarse a un 
partido, no pueden participar de actos políticos y permanecen en sus cargos indefinidamente: porque son 
guardianes de la Constitución y de las leyes, con independencia de los gobiernos”. Sustraído de GUIBOURG, 
Ricardo A., La función judicial, Pensar en Derecho. 2011, pp. 1-33. 
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y jurisprudencial se consolidara la información que permita conceptualizar cada una de las 

secciones descritas con anterioridad. 

Dentro de estos sistemas a pesar de existir mínimos en los cuales existen 

concordancia entre unos y otros,6 los presupuestos para considerar efectivamente protegido 

un derecho como el Debido Proceso por ello se difiere en algunas circunstancias, lo que 

determina en el juez como autoridad competencia de determinar la aplicación de la ley 

dentro del proceso judicial un esfuerzo, pues sus decisiones no pueden estar en contra del 

Estado Social y de Derecho pero si debe lograr que se materialice el pleno ejercicio de estas 

garantías, siendo estas dificultades los elementos que determinan la justificación de este 

capítulo pues en él se encuentra la solución a estos debates y especialmente contribuirá para 

la salvaguarda de los derechos humanos específicamente el Debido Proceso.  

 

II. CONCEPTUALIZACIÓN DEL DEBIDO PROCESO 

Para poder comprender las diferentes formas en las cuales se ha declarado el Debido 

Proceso como derecho fundamental dentro de los diferentes círculos de protección, y de 

esta manera dotar a los jueces naturales de herramientas que le permitan colegir con 

facilidad cuales normas aplicar para efectivizar este derecho, es necesario realizar una labor 

inicial sobre la conceptualización de esta garantía, pues comprendiendo su concepto se 

puede establecer las similitudes y diferencias que dentro de estos círculos se otorga a esta 

prerrogativa facilitando la obtención de la solución del objeto de esta investigación. 

                                                 
6 Estas similitudes se fundamentan en los imperativos categóricos de Kant, quien “sostiene que el imperativo 
categórico nos hace exigencias incondicionales, y lo contrapone al imperativo hipotético, el cual nos hace 
exigencias condicionales, es decir, nos exige que hagamos ciertas cosas bajo el supuesto de alguna condición. 
El imperativo hipotético es un principio instrumental y nos dice que si queremos un fin debemos también 
querer los medios para ese fin. Ambos principios son imperativos porque nos dicen qué debemos hacer: ya 
sea actuar conforme a máximas que podamos querer como leyes universales, o bien que tomemos los medios 
necesarios para la realización de nuestros fines. El imperativo hipotético nos hace una exigencia condicional 
en el siguiente sentido: nos exige que tomemos ciertos medios bajo el supuesto de que queremos un fin. Por 
ejemplo, si yo digo que tengo como fin aprender a nadar, el imperativo hipotético me exige que tome los 
medios necesarios para ese fin, digamos, que tome clases de natación. Pero en el momento en que yo decida 
que después de todo no me interesa aprender a nadar, el imperativo ya no me exige que tome clases de 
natación. El principio prescribe un curso de acción bajo el supuesto de que yo tengo un fin. Si renuncio al fin, 
el imperativo ya no prescribe que tome los medios”. En RIVERA CASTRO, Fabiola, El Imperativo 
Categórico en la Fundamentación de la metafísica de las costumbres, Revista Digital Universitaria, 2008, vol. 
5, no. 11. 
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1. Antecedentes 

Con el fin de lograr una debida definición al Debido Proceso es preciso tener como 

punto de partida su contextualización a través de sus antecedentes encontrando dentro de 

estos, como “en los tiempos primitivos de la humanidad, en la época de las bárbaras 

naciones, no se conoce el proceso, sino la auto justicia”,7 se resolvían los conflictos que se 

suscitaran dentro de estas comunidades, contexto en el cual ni siquiera se implementaba por 

la sociedad o el propio Estado la figura del proceso, pues, “la autotutela o autodefensa 

como forma violenta e individual para la preservación de los derechos conculcados”8 era la 

regla que regía a estas sociedades, en este sentido, ante la inestabilidad propia de la auto 

defensa semejante al estado natural enunciado por Hobbes, Loke y Rousseau y la 

imposibilidad de materializar el debido proceso dentro de estas circunstancias, se convirtió 

como presupuesto de existencia del Debido Proceso la presencia del proceso como 

mecanismo para resolver las controversias entre los individuos de una comunidad, puesto 

que, el hecho de contar con un proceso en el cual se determine la forma en la que se 

resolverán los conflictos crea las condiciones necesarias para que las personas exijan que 

dicho proceso se guie y desarrollo bajo unas condiciones que garanticen la legitimidad de 

su decisión. 

A partir de este razonamiento, su origen se puede ubicar en la Inglaterra del 1215, 

“con la Carta Magna de Juan sin Tierra que permitía someter a los nobles y clérigos a 

procesos judiciales exclusivamente bajo presupuestos previstos por dicha carta”.9 con 

posterioridad, “en el siglo XVII, la llamada Bill of Rights norteamericana fue la primera 

norma escrita en establecer la obligación de jurados “debidamente listados y elegidos”;10 ya 

hacía “finales del siglo XVIII, con la Declaración de Derechos del Buen Pueblo de 

Virginia, nació la idea de que los acusados en procesos penales tenían el derecho a conocer 

                                                 
7 IRIARTE, Gustavo Cuello, El debido proceso, Vniversitas, 2005, no. 110, pp. 491-510. 
8 QUIROGA LEÓN, Anibat, Estudios de Derecho Procesal, IDEMSA, Lima, p. 312. 
9 El nacimiento del término estuvo asociado a la imposición de límites al Estado en su función judicial. La 
mencionada Carta Magna confería facultades a la autoridad para restringir la libertad personal o el derecho de 
propiedad individual, únicamente mediante previo juicio legal. Desde entonces, por medio de la creación 
legislativa y de la interpretación jurisprudencial, el concepto ha ido evolucionado en su noción protectora del 
individuo, en MENDIZÁBAL BERMÚDEZ, Gabriela; ÁVILA SILVA, Juan Manuel, EVOLUCIÓN DEL 
DERECHO DE LA SEGURIDAD SOCIAL DESDE EL ANÁLISIS DEL DESARROLLO 
CONSTITUCIONAL EN MÉXICO, European Journal of Social Law/Revue Européenne du Droit Social, 
2018, vol. 40, no. 3. 
10 Ibídem.  
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la causa de la acusación que versaba en su contra”;11 por último, en el siglo XIX, con la 

universalización del derecho al debido proceso se materializó la llamada tutela judicial 

efectiva.12 

 

2. Concepto 

Son propios a la naturaleza humana de las personas asegurando cada una de las 

condiciones que componen su integralidad tanto dentro de su desarrollo individual como en 

sociedad, existiendo con anterioridad a la positivización de las normas pues su relación 

intrínseca con la naturaleza humana ha implicado que su desarrollo entre los hombres sea 

solamente declarativo y justiciable, más no creador; demandando de una efectiva 

protección, cobertura que consolida un catálogo de diferentes derechos de índole humana 

como es el caso del Debido Proceso (en adelante DP). 

Este DP desde una acepción etimológica se descompone entre lo debido y el 

proceso, de esta manera dentro de la etimología de lo debido, “es la actividad judicial 

ordenada a resolver pretensiones, la cual se desarrolla con arreglo y observancia a unos 

principios, reunidos en el concepto de justicia, y particularizados en las normas de 

procedimiento y las propias de cada proceso”,13 mientras que, desde la perspectiva 

etimológica del proceso “se entiende como la ejecución de un conjunto ordenado de actos 

debidamente reglados, en virtud de los cuales los órganos jurisdiccionales aplican la ley al 

caso concreto”,14 conjugándose en un derecho en el que se contienen “las condiciones 

fundamentales que deben satisfacerse en el procedimiento jurisdiccional que concluye con 

el dictado de una resolución que dirime las cuestiones debatidas.15 

Por lo cual se considera como un “derecho de los justiciables a un proceso judicial 

sin postergaciones, retrasos, alteraciones o deformaciones, durante el camino, devenir o 

desenvolvimiento lógico procesal del mismo; que desvirtúen su finalidad que es la 

                                                 
11 Ibídem. 
12 Ibídem.  
13 PRIETO MONROY, Carlos Adolfo, El proceso y el debido proceso, Vniversitas, 2003, no. 106. 
14 SALAZAR, BONILLA, Ana Isabel, El debido proceso, su tutela constitucional. Tesis para optar al grado 
de licenciatura en Derecho, Tesis 1996-B, Costa Rica, 1988, p. 111. 
15 EVIA, Jorge Rivero, Los agentes clandestinos y el debido proceso, México: Revista del Instituto de la 
Judicatura Federal, 2009 p. 268. 
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justicia”,16 configurándose como un conjunto de granarías que deben ser claramente 

aplicadas dentro de los procesos, esta agrupación no sólo es “de procedimientos 

legislativos, judiciales y administrativos que deben jurídicamente cumplirse para que la 

libertad individual sea formalmente válida (aspecto adjetivo del debido proceso), sino 

también para que se consagre una debida justicia en cuanto no lesione indebidamente al 

sujeto”,17 con esto se evidencia como este derecho “contiene todas las prevenciones 

necesarias para evitar que la autoridad afecte o lesione la libertad, la propiedad, en general 

los derechos individuales”.18 

Evidenciándose de este acercamiento a su definición de múltiples facetas, dado que, 

por su relevancia es considerado como un i) principio a partir del cual dentro un proceso 

judicial se debe practicar “un conjunto de etapas, de las que no se puede prescindir, 

realizadas por los sujetos procesales cumpliendo los requisitos prescritos en la Constitución 

y cuyo objetivo principal radica en que los derechos subjetivos de quienes son acusados 

tengan un proceso judicial justo, rápido y transparente”;19 siendo incluso un derecho 

fundamental complejo “de carácter instrumental, continente de numerosas garantías de las 

personas, y constituido en la mayor expresión del derecho procesal. Se trata de una 

institución integrada a la Constitución20 y que posibilita la adhesión de unos sujetos que 

buscan una tutela ciara de sus derechos”.21 

Dentro de esta conceptualización no se puede negar que sus fundamentos teóricos se 

encuentran dentro del Common Law, pues “se ubica en las enmiendas a la Constitución de 

los Estados Unidos: mediante la quinta enmienda se reconoce al ciudadano el derecho a no 

ser juzgado dos veces por el mismo delito; a su vez, la sexta enmienda incorpora la noción 

                                                 
16 MANRIQUE, Jorge Isaac Torres, Breves consideraciones acerca del debido proceso civil: A propósito del 
exiguo desarrollo y reconocimiento del debido proceso, en sus diversas variantes de debidos procesos 
específicos. Derecho y Cambio Social, 2010, vol. 7, no. 21, p. 11. 
17 LINARES, Juan Francisco, Razonabilidad de las leyes; el debido proceso como garantía innominada en la 
Constitución Argentina, Editorial Astrea, Buenos Aires, 1989, p. 11. 
18 LEVENE, Ricardo (hijo), El debido proceso legal, en El debido proceso penal y otros temas, San José de 
Costa Rica, ILANUD y Corte Suprema de Justicia, 1981, p. 15. 
19 FLÓREZ, Giovanni Forno, Juicio político y debido proceso en Latinoamérica. Revista Cuadernos Manuel 
Giménez Abad, 2013, no. 5, pp. 132-150. 
20 Es un derecho de toda persona a participar en un procedimiento dirigido por unos sujetos con unas 
cualidades y funciones concretas, desarrollado de conformidad con las normas preestablecidas en el 
ordenamiento jurídico, en los que se debe decidir conforme al derecho sustancial preexistente, siempre y 
cuando se dé la oportunidad de oír o escuchar a todos los sujetos que puedan ser afectados con las 
resoluciones que allí se adopten. Ibídem. 
21 RAMÍREZ, Martín Agudelo, El debido proceso, Opinión Jurídica, 2005, vol. 4, no. 7, pp. 89-105. 
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de ser juzgado por jurados imparciales, y el derecho a contar con la asistencia de un 

abogado para la defensa. La decimocuarta enmienda habla, textualmente, del derecho a un 

debido proceso legal o due process of law”.22 

Enmienda a partir de la cual “la Corte Suprema de Estados Unidos no sólo la 

contempla desde la óptica estrictamente procesal (adjetive due process of law), sino 

esencialmente como una garantía dirigida a la aplicación de la ley de manera justa y 

razonable (sustantive due process of law).23 Llegando al concepto de “Due process of law 

(debido proceso legal), cuyo origen más remoto se encuentra “en Inglaterra, en la Magna 

Carta de Juan Sin Tierra, de 1215, que, entre otras disposiciones, contenía la siguiente 

cláusula:  

“Ningún hombre libre podrá ser detenido o encarcelado o privado de sus 

derechos o de sus bienes, ni puesto fuera de la ley ni desterrado o 

privado de su rango de cualquier otra forma, ni usaremos de la fuerza 

contra él ni enviaremos a otros que lo hagan, sino en virtud de sentencia 

judicial de sus pares y con arreglo a la ley del reino…”.24 

 

III. CÍRCULOS DE PROTECCIÓN AL DEBIDO PROCESO 

Como se ha referido dentro de la introducción la evolución de la humanidad y sus formas 

de organización conllevo en un primer momento a que la vida, la libertad y la dignidad 

estuvieran supeditados al querer de los monarcas y del más fuerte, que en algunos casos 

ante su benevolencia los protegía pero en otras no, sin embargo, gracias a la ilustración y la 

racionalidad se generaron gestas que conllevaron a la declaración de los derechos humanos 

como lo fue en su momento la revolución francesa, con la creación de los Estados de 

Derecho, pero que con la llegada de las dos guerras mundiales se puso en cuestionamiento 

su efectividad, conllevando a la creación por parte de la comunidad internacional de 

sistemas que buscaran en un primer objetivo la paz y la seguridad global, pero que 

                                                 
22 MENDIZÁBAL BERMÚDEZ, Gabriela; ÁVILA SILVA, Juan Manuel, EVOLUCIÓN DEL DERECHO 
DE LA SEGURIDAD SOCIAL DESDE EL ANÁLISIS DEL DESARROLLO CONSTITUCIONAL EN 
MÉXICO, European Journal of Social Law/Revue Européenne du Droit Social, 2018, vol. 40, no. 3. 
23 BALTAZAR, Arturo Nicolás, EL DEBIDO PROCESO EN EL SISTEMA ACUSATORIO 
ADVERSARIAL MEXICANO VS EL DEBIDO PROCESO EN EL SISTEMA ANGLOSAJÓN, Tribunal 
Superior de Justicia del Estado de Oaxaca, Escuela Judicial, 2015, p. 18 
24 ALVARADO, Adolfo, Garantismo procesal contra actuación judicial de oficio, Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2005, p. 129. 
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igualmente contribuyeran a la efectividad de los derechos humanos, haciendo incluso 

responsable al Estado por esta obligación y permitiendo a las personas acudir a sus 

correspondientes estados para ello, sin embargo, las diferentes dificultades que generan 

estos objetivos han creado la necesidad de sistemas regionales que ayudaran en esta tarea, 

como se dio en el caso europeo, latinoamericano y africano, además de una iniciativa 

netamente civil y particular en Asia, categorizándose cada uno de estos sistemas en los 

círculos de protección a los cuales hace referencia esta investigación.  

 

1. Círculo de protección internacional al debido proceso 

El Sistema Universal de Derechos Humanos es el “máximo instrumento de 

protección internacional de derechos humanos”25 teniendo como fundamento en “la 

Declaración Universal de los Derechos Humanos, que ha sido reconocido y aceptado como 

catálogo universal y consensuado de los derechos humanos y de las libertades 

fundamentales”,26 este sistema surge ante “las violaciones contra los Derechos Humanos 

ocurridas durante los años del gobierno nazi y la convicción de que muchas de esas 

atrocidades podrían haberse evitado si hubiera existido un sistema internacional de 

protección a los Derechos Humanos”2728, consolidándose cómo un sistema integrado por 

normas de carácter internacional que buscan la protección de los derechos humanos y que 

tiene como órganos que materializan su protección a la ONU y sus correspondientes 

comités. 

Dentro de este círculo de protección se evidencia que el debido proceso es integrado 

por múltiples derechos y garantías que deben estar presentes dentro del proceso al cual se 

someta a las personas, en este sentido, dentro de los diferentes tratados que integran este 

círculo se evidencia cada uno de los componentes del DP, comenzando por la misma 

Declaración Universal de Derechos Humanos que en su artículo octavo consagra que: 

“Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo, ante tribunales nacionales competentes, 

                                                 
25 AÑAÑOS BEDRIÑANA, Karen G., Sistema Universal de Protección de Derechos Humanos: Análisis de 
los Informes del Comité de Derechos Humanos en Latinoamérica, Revista de Paz y Conflictos, 2016, vol. 9, 
no. 1. 
26 Ibídem. 
27 MICHILINI, José Antonio, Protección internacional de los derechos humanos: órganos, instrumentos y 
características, Hologramática, 2011, vol. 14, no. 5, pp. 3-13 
28 Sobre el particular se propiciaron que, al finalizar la Segunda Guerra Mundial, la Carta de la Organización 
de Naciones Unidas -también conocida como Carta de San Francisco- incorporara normas generales que 
llegarían a constituir la base legal del desarrollo posterior de los Derechos Humanos. Ibídem. 
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que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la 

Constitución o por la ley”,29 haciendo mención a la existencia de un recurso efectivo a la 

administración de justicia, del cual es titular toda persona; en esta misma declaración, 

también se hace alusión a como “toda persona tiene derecho, en condiciones de plena 

igualdad, a ser oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, 

para la determinación de sus derechos y obligaciones, o para el examen de cualquier 

acusación contra ella”,30 mencionando otro de los componentes del DP ser juzgado y 

escuchado por el juez natural establecido previamente por la ley que sea independiente e 

imparcial, en condiciones de igualdad. 

Con el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos se profundiza en los 

diferentes componentes que dentro del sistema internacional de protección de los derechos 

humanos se ha consolidado, resaltando el ya mencionado recurso efectivo pues, “toda 

persona cuyos derechos o libertades reconocidos en el presente Pacto hayan sido violados 

podrá interponer un recurso efectivo, aun cuando tal violación hubiere sido cometida por 

personas que actuaban en ejercicio de sus funciones oficiales”,31 aclarando que, “la 

autoridad competente, judicial, administrativa o legislativa, o cualquier otra autoridad 

competente prevista por el sistema legal del Estado, decidirá sobre los derechos de toda 

persona que interponga tal recurso, y desarrollará las posibilidades de recurso judicial c) las 

autoridades competentes cumplirán toda decisión en que se haya estimado procedente el 

recurso”, 32 este pacto menciona otros de los componentes del DP como lo es las 

condiciones de igualdad de las personas sometidas al proceso, en razón a que se proscribe 

por parte de este tratado que “todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de 

justicia”33, ser escuchado, al decir que “toda persona tendrá derecho a ser oída 

públicamente y con las debidas garantías”;34 adicionalmente del derecho a un juez natural 

al consagrar que “un tribunal competente, independiente e imparcial”.35 

 

                                                 
29 Artículo 8 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos.  
30 Artículo 10, ibídem.  
31 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 1966, artículo 2.3 
32 Ibídem. 
33 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 1966, artículo 14. 
34 Ibídem. 
35 Ibídem. 
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Asimismo la Declaración sobre los Principios Fundamentales de Justicia para las 

Víctimas de Delitos y de Abusos del Poder fue aprobada por la Asamblea General de las 

Naciones Unidas mediante la Resolución 40/34, del 29 de noviembre de 1985, retoma los 

derechos que integran al DP, como lo es las condiciones de igualdad que para esta 

declaración consiste en “el principio de la no discriminación o exclusión por motivo de 

raza, sexo, edad, situación económica o familiar, origen étnico o social, impedimento físico 

u otra condición”, como también el derecho a un recurso efectivo que en los términos de 

esta es “el derecho de acceso rápido y efectivo a los mecanismos de protección de la 

justicia establecidos específicamente para las víctimas”,36 en el cual tiene como derecho 

“participar de manera efectiva en dichos procedimientos”,37 además de, “ser informadas 

sobre su papel en el procedimiento judicial y administrativo, sobre el alcance de su 

participación, sobre los plazos y las actuaciones, así como sobre las decisiones que se 

tomen. Se reconoce también en el derecho”,38 igualmente expresa otro de los componentes 

del DP concerniente al derecho a ser oído, pues este instrumento menciona que tienen 

derecho a “expresar las opiniones y preocupaciones y a ser escuchadas por autoridad 

competente”;39 mencionando otras características del DP, como lo son “el derecho a que se 

adopten medidas para minimizar las molestias causadas en el procedimiento; el derecho a 

que se proteja su intimidad en caso necesario; el derecho a que se garantice su seguridad, 

así como la de sus familiares; el derecho a que se proteja a los testigos que declaren a su 

favor; el derecho de protección contra todo acto de intimidación o represalia; el derecho a 

ser tratadas con compasión y respeto a su honor y dignidad”.40 

Sistema que a través de sus distintos instrumentos ha logrado desarrollar el 

contenido del DP estando integrado por: 

“El derecho de acceso a la jurisdicción; derecho a un juez natural, competente, 

imparcial y predeterminado por la ley; derecho al hábeas corpus y al amparo, derecho a la 

tutela judicial efectiva; derecho a un juicio justo; derecho a no ser juzgado dos veces por la 

                                                 
36 La Declaración sobre los Principios Fundamentales de Justicia para las Víctimas de Delitos y de Abusos del 
Poder fue aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas mediante la Resolución 40/34, del 29 de 
noviembre de 1985. 
37 Ibídem. 
38 La Declaración sobre los Principios Fundamentales de Justicia para las Víctimas de Delitos y de Abusos del 
Poder fue aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas mediante la Resolución 40/34, del 29 de 
noviembre de 1985. 
39 Ibídem. 
40 Ibídem. 
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misma causa —non bis in idem; derecho a la defensa y a la asistencia letrada; derecho a no 

ser obligado a declarar contra sí mismo ni a confesarse culpable; derecho a disponer de un 

intérprete o traductor en el juicio; derecho a un recurso efectivo ante tribunales superiores 

competentes, independientes e imparciales; derecho a la reparación material y moral de las 

víctimas; el principio de igualdad ante la ley y los tribunales de justicia; el principio de 

legalidad —nulla crimen sine lege—; el principio de independencia e imparcialidad de los 

jueces y tribunales; el principio de presunción de inocencia, y el principio de 

irretroactividad de la ley penal”.41 

 

2. Círculo de protección regional al debido proceso 

Dentro del desarrollo del sistema universal de protección a los derechos humanos 

ante la dificultad que se materialice estos preceptos en los Estados, se inició un fenómeno 

en el cual dentro de las regiones se construyeron sistemas de protección que permitieran 

materializar la protección de los derechos humanos, dentro de los cuales está el europeo, 

latinoamericano y africano. El Sistema Interamericano de Protección de los Derechos 

Humanos (SIDH) es un sistema regional “creado por los Estados miembros de la 

Organización de Estados Americanos (OEA), en el que se establecen derechos y libertades 

a favor de los individuos, obligaciones para los Estados miembros y mecanismos de 

promoción y protección de los derechos humanos”,42 estos sistemas, “se constituyen en 

promotores de derechos humanos en el ámbito internacional, se componen de dos tratados 

internacionales, Convenio Europeo y Convención Americana, que en su parte normativa 

crean en stricto sensu dos tribunales internacionales de derechos humanos y en el caso del 

sistema interamericano, una Comisión Interamericana de Derechos Humanos”.43 

En el SIDH la CADH consagra dentro de los artículos 8 y 25 los preceptos 

normativos que tratan sobre el DP, que reglamentan en su orden las garantías judaíceles y la 

protección judicial, la Convención establece como garantías judiciales las siguientes: 

 

                                                 
41 MELÉNDEZ, Florentín, La suspensión de los derechos fundamentales en los Estados de excepción, según 
el derecho internacional de los derechos humanos, Imprenta Criterio, El Salvador, 1999, pp. 234 y 235. 
42 NOVAK, Fabián, El Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos: semejanzas y 
diferencias con el sistema europeo, Agenda Internacional, 2003, vol. 9, no. 18, pp. 25-64. 
43 GOVEA, Laura Alicia Camarillo, Convergencias y divergencias entre los sistemas europeo e 
interamericano de derechos humanos, Prolegómenos, 2016, vol. 19, no. 37, pp. 67-84. 
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“1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un 

plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido 

con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada 

contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, 

fiscal o de cualquier otro carácter. 2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que 

se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante el 

proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: 

a) derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o intérprete, si no 

comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal; b) comunicación previa y detallada 

al inculpado de la acusación formulada; c) concesión al inculpado del tiempo y de los 

medios adecuados para la preparación de su defensa; d) derecho del inculpado de 

defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su elección y de comunicarse 

libre y privadamente con su defensor; e) derecho irrenunciable de ser asistido por un 

defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el 

inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido 

por la ley; f) derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de 

obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que puedan arrojar luz 

sobre los hechos; g) derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse 

culpable, y h) derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior. 3. La confesión del 

inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de ninguna naturaleza. 4. El 

inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a nuevo juicio por los 

mismos hechos. 5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para 

preservar los intereses de la justicia”.44 

Y dentro de los derechos que debe tener toda persona ante los procesos que sean 

sometidos, los cuales son: 

“1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro 

recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que 

violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente 

Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de 

sus funciones oficiales. 2. Los Estados Partes se comprometen: a) a garantizar que la 

                                                 
44 Convención Americana sobre Derechos Humanos, 1969 artículo 8. 
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autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado decidirá sobre los derechos de 

toda persona que interponga tal recurso; b) a desarrollar las posibilidades de recurso 

judicial, y c) a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda 

decisión en que se haya estimado procedente el recurso”. 

A partir de estas garantías y en sintonía con el desarrollo internacional que ha tenido 

el DP, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha proferido contables sentencias en 

las culés ha desarrollado el contenido de este derecho. Dentro de esta labor ha establecido 

el concepto de DP. Que para esta corporación “abarca las condiciones que deben cumplirse 

para asegurar la adecuada defensa de aquéllos cuyos derechos u obligaciones están bajo 

consideración judicial”,45 consolidándose como un “conjunto de actos de diversas 

características generalmente reunidos bajo el concepto de debido proceso legal”,46 en el que 

se aseguren los “requisitos que deben observarse en las instancias procesales”,47 en 

complemento a esta definición la Corte realiza unas aclaraciones sobre la denominación 

que la Convención ha hecho a este derecho, determinando que “al denominarlas mínimas la 

Convención presume que, en circunstancias específicas, otras garantías adicionales pueden 

ser necesarias si se trata de un debido proceso legal”.48 

Sobre el alcance que pueda tener el DP la Corte ha mencionado que es “el conjunto 

de requisitos que deben observarse en las instancias procesales” a efecto de que las 

personas puedan defenderse adecuadamente ante cualquier tipo de acto emanado del Estado 

que pueda afectar sus derechos,49 por esto, “toda persona sujeta a un juicio de cualquier 

naturaleza ante un órgano del Estado deberá contar con la garantía de que dicho órgano 

[…] actúe en los términos del procedimiento legalmente previsto para el conocimiento y la 

resolución del caso que se le somete”,50 pues el sentido de dicho artículo está en camino a 

                                                 
45 Corte IDH. Garantías judiciales en estados de emergencia (Arts. 27.2, 25 y 8 Convención Americana sobre 
Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-9/87 de 6 de octubre de 1987. Serie A No. 9 
46 Corte IDH. Garantías Judiciales en Estados de Emergencia (arts. 27.2, 25 y 8 Convención Americana sobre 
Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC9/87 del 6 de octubre de 1987, párrafo 117 
47 Corte IDH. Garantías Judiciales en Estados de Emergencia (arts. 27.2, 25 y 8 Convención Americana sobre 
Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC9/87 del 6 de octubre de 1987, párrafo 27. 
48 Corte IDH. Excepciones al agotamiento de los recursos internos (Arts. 46.1, 46.2.a y 46.2.b, Convención 
Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-11/90 de 10 de agosto de 1990. Serie A No. 
11 
49 Corte IDH. Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de 
enero de 2001. Serie C No. 71,  
50Corte IDH. Caso del Tribunal Constitucional. Fondo, Reparaciones y Costas, supra nota 35, párr. 77; Caso 
La Cantuta, supra nota 42, párr. 140, y Caso Almonacid Arellano y otros, supra nota 37, párr. 130 
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aplicarse ante cualquier autoridad pública, sea administrativa, legislativa o judicial, que a 

través de sus resoluciones determine derechos y obligaciones de las personas,51 lo que 

implica que su pleno ejercicio se da ante cualquier tipo de acto del Estado que pueda 

afectarlos.52 De esta manera, el DP se encuentra, a su vez, íntimamente ligado con la noción 

de justicia , que se refleja en: i) un acceso a la justicia no sólo formal, sino que reconozca y 

resuelva los factores de desigualdad real de los justiciables, ii) el desarrollo de un juicio 

justo, y iii) la resolución de las controversias de forma tal que la decisión adoptada se 

acerque al mayor nivel de corrección del derecho, es decir que se asegure, en la mayor 

medida posible, su solución justa.53 

Como se ha mencionado son muchas las garantías que abarcan el DP, y la Corte ha 

realizado su correspondiente análisis a cada una de ellas, de esta manera, sobre el derecho a 

ser oído, la Corte expresa que “no se desprende que el derecho a ser oído debe 

necesariamente ejercerse de manera oral en todo procedimiento”,54 dado que, implica, por 

                                                 
51 Corte IDH. Caso Claude Reyes y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de 
septiembre de 2006. Serie C No. 1516, párr. 116. Esta misma premisa se desarrolla en los casos Baena 
Ricardo y otros Vs. Panamá. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de febrero de 2001. Serie C No. 
727, párr. 124; Caso Ivcher Bronstein Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de febrero de 
2001. Serie C No. 74, párr. 104; Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados. Opinión 
Consultiva OC-18/03 de 17 de septiembre de 2003. Serie A No. 18, párr. 126; Caso Palamara Iribarne Vs. 
Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2005. Serie C No. 1358, párr. 164; 
Caso López Álvarez Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de febrero de 2006. Serie C 
No. 141, párr. 1489; Caso Claude Reyes y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas Sentencia de 19 de 
septiembre de 2006. Serie C No. 151, párr. 126; Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo 
Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 18210, párr. 46; Caso Fernández Ortega y otros. Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010 Serie C No. 215, 
párr. 17511; Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 31 de agosto de 2010 Serie C No. 21612, párr. 159; Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña Vs. 
Bolivia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2010 Serie C No. 21713, párr. 165; 
Caso Vélez Loor Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de 
noviembre de 2010 Serie C No. 21814, párr.108 y 141; Caso Barbani Duarte y Otros Vs. Uruguay. Fondo 
Reparaciones y costas. Sentencia de 13 de octubre de 2011. Serie C No. 23415, párr. 118; Caso del Tribunal 
Constitucional (Camba Campos y otros) Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2013. Serie C No. 26816, párr. 166. 
52 Corte IDH. Caso Barbani Duarte y otros Vs. Uruguay. Fondo Reparaciones y costas. Sentencia de 13 de 
octubre de 2011. Serie C No. 234. 
53 Corte IDH. Caso Ruano Torres y otros Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de 
octubre de 2015. Serie C No. 303, teniendo igualmente pronunciamiento en este mismo sentido en los casos 
Caso Palamara Iribarne Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2005. 
Serie C No. 135, párr. 178; Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, 
Fondo, 
54 Corte IDH. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. 
Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C 
No. 182 
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un lado, un ámbito formal y procesal de asegurar el acceso al órgano competente para que 

determine el derecho que se reclama en apego a las debidas garantías procesales (tales 

como la presentación de alegatos y la aportación de prueba). Por otra parte, ese derecho 

abarca un ámbito de protección material que implica que el Estado garantice que la decisión 

que se produzca a través del procedimiento satisfaga el fin para el cual fue concebido.55 

Con lo cual esta corporación comprende que dentro de los procesos a los cuales se 

someta una persona, los derechos que se les garanticen no hace distinción en la calidad en 

que participe, pues el ser oído no solo se le debe asegurar a la persona que se encuentra 

como acusado, indiciado o imputado dentro del proceso, sino que su alcance también seda 

cuando la persona es la que activa el aparato jurisdiccional, haciendo hincapié esta 

corporación al caso de las víctimas que participan en los procesos de responsabilidad de su 

victimario también tiene el derecho de ser oídos dentro de estos procesos, sobre este 

particular ha dicho, “las víctimas deben contar con amplias posibilidades de ser oídas y 

actuar en los procesos respectivos, de manera que puedan formular sus pretensiones y 

presentar elementos probatorios y que éstos sean analizados de forma completa y seria por 

las autoridades antes de que se resuelva sobre hechos, responsabilidades, penas y 

reparaciones”,56 “las víctimas de las violaciones de los derechos humanos, o sus familiares, 

deben contar con amplias posibilidades de ser oídos y actuar en los respectivos procesos, 

tanto en procura del esclarecimiento de los hechos y del castigo de los responsables, como 

en busca de una debida reparación”,57 bajo el supuesto de que “el derecho a ser oído no 

carezca de contenido, debe ser acompañado por el deber del Estado de investigar, juzgar y 

sancionar”.58 

Otro de los componentes del DP es la existencia de una investigación judicial 

efectiva, pues la Corte considera que del artículo octavo de la Convención se desprende 

                                                 
55 Corte IDH. Caso Barbani Duarte y otros Vs. Uruguay. Fondo Reparaciones y costas. Sentencia de 13 de 
octubre de 2011. Serie C No. 234 
56 Corte IDH. Caso del Tribunal Constitucional (Camba Campos y otros) Vs. Ecuador. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2013. Serie C No. 268. 
57 Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia 
de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63, teniendo pronunciamientos similares en los casos Caso Durand 
y Ugarte Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 16 de agosto de 2000. Serie C No. 68, párr. 129; Caso de las 
Hermanas Serrano Cruz Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de marzo de 2005. 
Serie C No. 12065, párr. 63; Caso de las Masacres de Ituango Vs. Colombia. Sentencia de 1 de julio de 2006 
Serie C No. 14866, párr. 296; Caso Heliodoro Portugal Vs. Panamá 
58 Corte IDH. Caso Quispialaya Vilcapoma Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2015. Serie C No. 308. 
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asimismo la necesidad que dichos procesos sean efectivos, especialmente en el caso de 

procesos en los cuales se investigue violaciones a los derechos humanos, dado que si los 

hechos “no son investigados con seriedad, resultarían, en cierto modo, auxiliados por el 

poder público, lo que comprometería la responsabilidad internacional del Estado”,59 para 

que esto no ocurra la autoridad debe comprender que a los procesos de investigación a los 

ilícitos en contra de los derechos humanos “se les impongan las sanciones pertinentes, y se 

reparen los daños y perjuicios que dichos familiares han sufrido”.60 Este derecho dentro del 

DP tiene relevancia especial en los casos de ejecuciones extrajudiciales pues en dichos 

casos “es fundamental que las autoridades competentes deban realizar un exhaustiva 

investigación de la escena, examinar el cuerpo de la víctima y llevar a cabo, por expertos 

profesionales, una autopsia para determinar las causas del deceso cuando esto sea posible o 

llevar a cabo una prueba igualmente rigurosa, dentro de las circunstancias del caso”,61 

especialmente para evitar la impunidad, al ser contemplada como “la falta, en conjunto, de 

investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y condena de los responsables de las 

violaciones de los derechos protegidos por la Convención Americana, y que el Estado tiene 

la obligación de combatir tal situación por todos los medios legales disponibles”,62 donde el 

derecho a una investigación judía efectiva permite compartir este tipo de situaciones; “tal 

como fue señalado, en casos de ejecuciones extrajudiciales, la jurisprudencia de este 

Tribunal es inequívoca: el Estado tiene el deber de iniciar ex officio, sin dilación, una 

                                                 
59 Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 
4, al igual que lo digo en casos como Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) 
Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63, párr. 226; Caso Godínez Cruz 
Vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 20 de enero de 1989. Serie C No. 583, párr. 188; Caso Durand y Ugarte 
Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 16 de agosto de 2000. Serie C No. 68, párr. 123; Caso Anzualdo Castro Vs. 
Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de septiembre de 2009. Serie C 
No. 202; Caso García Ibarra y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 17 de noviembre de 2015. Serie C No. 30684, párr. 154; Caso Quispialaya Vilcapoma Vs. Perú. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2015. Serie C No. 
308, párr. 208 
60 Corte IDH. Caso Durand y Ugarte Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 16 de agosto de 2000. Serie C No. 68, 
junto con lo dicho en la sentencia Caso Las Palmeras Vs. Colombia. Fondo. Sentencia de 6 de diciembre de 
2001. Serie C No. 9085, párr. 65. 
61 Corte IDH. Caso Juan Humberto Sánchez Vs. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 7 de junio de 2003. Serie C No. 998, siendo replicados estos conceptos en los casos 
Garibaldi Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de septiembre 
de 2009. Serie C No. 203, párr. 114 y 115 
62 Corte IDH. Caso Maritza Urrutia Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de 
noviembre de 2003. Serie C No. 103 
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investigación seria, imparcial y efectiva (supra párr. 219), que no se emprenda como una 

simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa”.63 

Por otra parte, la Corte manifiesta que otra de las garantías que hacen  del DP es la 

debida diligencia que compromete al Estado para tomar todas las medidas que lleven 

“asegurar la adecuada defensa de aquéllos cuyos derechos u obligaciones están bajo 

consideración judicial”,64 una de las formas en las cuales se vulnera esta debida diligencia 

es ante “la irrazonabilidad del plazo transcurrido en las investigaciones, la falta de adopción 

de las medidas necesarias de protección ante las amenazas que se presentaron durante las 

investigaciones, las demoras, obstáculos y obstrucciones en la realización de actuaciones 

procesales y graves omisiones en el seguimiento de líneas lógicas de investigación”,65 

encontrando su aplicación en los casos “de una investigación de desaparición forzada sea 

llevada adelante eficazmente y con la debida diligencia, las autoridades encargadas de la 

investigación deben utilizar todos los medios necesarios para realizar con prontitud aquellas 

actuaciones y averiguaciones esenciales y oportunas para esclarecer la suerte de las 

víctimas e identificar a los responsables de su desaparición forzada”.66 

Incluso la Corte menciona como parte de estas garantías que no se puede permitir la 

obstrucción a la administración de justicia, pues para esta corporación, al decretar que  “En 

caso de violaciones de derechos humanos, las autoridades estatales no se pueden amparar 

                                                 
63Corte IDH. Caso de la “Masacre de Mapiripán” Vs. Colombia. Sentencia de 15 de septiembre de 2005. 
Serie C No. 134, junto a lo dicho por el caso Zambrano Vélez y otros Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 4 de julio de 2007. Serie C No. 166, párrs. 119 y 120. 
64 Cfr. Caso Juan Humberto Sánchez, supra nota 9, párr. 124; Caso Hilaire, Constantine y Benjamín y otros, 
supra nota 260, párr. 147; y El derecho a la información sobre la asistencia consular en el marco de las 
garantías del debido proceso legal. Opinión Consultiva OC-16/99 de 1 de enero de 1987. Serie A No. 16, párr. 
118. 
65 Corte IDH. Caso de la Masacre de La Rochela Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
11 de mayo de 2007. Serie C No. 163, como también lo manifestó en el caso de las comunidades 
afrodescendientes desplazadas de la Cuenca del Río Cacarica (Operación Génesis) Vs. Colombia. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2013. Serie C No. 
270, párr. 373 
66 Corte IDH. Caso Anzualdo Castro Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 22 de septiembre de 2009. Serie C No. 202, replicando este pronunciamiento en otros casos 
Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212, párr. 196; Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña Vs. Bolivia. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2010. Serie C No. 217, párrs. 167 y 168; Caso 
Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 
noviembre de 2012. Serie C No. 253, párr. 259; Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 29 noviembre de 2012 Serie C No. 258, párr. 135; Caso Osorio Rivera y familiares Vs. 
Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2013. Serie 
C No. 274, párr. 182 y 185. 
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en mecanismos como el secreto de Estado o la confidencialidad de la información, o en 

razones de interés público o seguridad nacional, para dejar de aportar la información 

requerida por las autoridades judiciales o administrativas encargadas de la investigación o 

proceso pendientes.67 Sobre los obstáculos a la administración de justicia relacionados con 

el impedimento de capturas o la no efectiva realización de las mismas, la Corte ha dicho 

que el retardo en hacer efectivas las órdenes de captura ya dictadas contribuye a perpetuar 

los actos de violencia e intimidación contra testigos y fiscales vinculados al esclarecimiento 

de los hechos, más aún cuando del expediente surge que los sobrevivientes y algunos 

familiares y testigos fueron hostigados y amenazados, e incluso algunos tuvieron que salir 

del país”.68 

Otro de los pilares del DP es el derecho a un juez natural, prerrogativa que en los 

términos de la Corte es la Convención la que “garantiza el derecho a ser juzgado por “un 

tribunal competente […] establecido con anterioridad a la ley. Esto implica que las 

personas “tienen derecho a ser juzgadas por tribunales de justicia ordinarios con arreglo a 

procedimientos legalmente establecidos”.69 Este derecho “deriva su existencia y 

competencia de la ley, la cual ha sido definida por la Corte como la “norma jurídica de 

carácter general, ceñida al bien común, emanada de los órganos legislativos 

constitucionalmente previstos y democráticamente elegidos, y elaborada según el 

procedimiento establecido por las constituciones de los Estados Partes para la formación de 

las leyes”.70 

Analizando este artículo octavo la Corte encuentra otra garantía fundamental que 

hace parte del DP, como lo es el desarrollo del proceso dentro de un plazo razonable, 

asimilando dentro de su jurisprudencia los criterios que deben ser tenidos en cuenta para 

determinar la razonabilidad en el tiempo que se desarrollen estos procesos “se deben tomar 

                                                 
67 Caso Gomes Lund y otros (“Guerrilha do Araguaia”) Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2010. Serie C No. 219, párr. 202; Caso Masacres de 
El Mozote y lugares aledaños Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de octubre de 
2012. Serie C No. 252, párr. 257. 
68 Corte IDH. Caso de la Masacre de La Rochela Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
11 de mayo de 2007. Serie C No. 163. 
69 Corte IDH. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. 
Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C 
No. 182 
70 La Expresión “Leyes” en el Artículo 30 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Opinión 
Consultiva OC-6/86 del 9 de mayo de 1986. Serie A No. 6. 
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en cuenta tres elementos para determinar la razonabilidad del plazo en el cual se desarrolla 

el proceso: a) la complejidad del asunto; b) la actividad procesal del interesado; y c) la 

conducta de las autoridades judiciales”,71 determinar la razonabilidad en este caso se 

fundamenta en el hecho de que “una demora prolongada puede llegar a constituir por sí 

misma, en ciertos casos, una violación de las garantías judiciales”,72 dado que, para esta 

                                                 
71 Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Fondo. Sentencia de 12 de noviembre de 1997. Serie C No. 35182, párr. 
72; Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio de 2004. 
Serie C No. 109, párr. 190; Caso Tibi Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 7 de septiembre de 2004. Serie C No. 114183, párr. 175; Caso de las Hermanas Serrano Cruz 
Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de marzo de 2005. Serie C No. 120, párr. 67; 
Caso de la “Masacre de Mapiripán” Vs. Colombia. Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 134, 
párr. 217; Caso Baldeón García Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de abril de 2006. 
Serie C No. 147184, párr. 151; Caso de las Masacres de Ituango Vs. Colombia. Sentencia de 1 de julio de 
2006 Serie C No. 148, párr. 298; Caso Ximenes López Vs. Brasil. Sentencia de 4 de julio de 2006. Serie C No. 
149185, párr. 196; Caso La Cantuta Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de noviembre 
de 2006. Serie C No. 162, párr. 149; Caso Escué Zapata Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 4 de julio de 2007. Serie C No. 165, párr. 102; Caso Kimel Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 2 de mayo de 2008 Serie C No. 177, párr. 97186; Caso Salvador Chiriboga Vs. 
Ecuador. Excepción Preliminar y Fondo. Sentencia de 6 de mayo de 2008. Serie C No. 179187, párr. 78; 
Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182, párr. 172; 
Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 
2008. Serie C No. 192188, párr. 155; Caso Kawas Fernández Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 3 de abril de 2009 Serie C No. 196, párr. 112; Caso Anzualdo Castro Vs. Perú. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de septiembre de 2009. Serie C No. 202, párr. 
156; Caso Garibaldi Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de 
septiembre de 2009. Serie C No. 203, párr. 133; Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209, párr. 244; Caso 
Gomes Lund y otros (“Guerrilha do Araguaia”) Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2010. Serie C No. 219, párr. 219; Caso López Mendoza Vs. 
Venezuela. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2011 Serie C No. 233, párr. 162; 
Caso Familia Barrios Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2011. 
Serie C No. 237, párr. 273; Caso Uzcátegui y otros Vs. Venezuela. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 3 de 
septiembre de 2012 Serie C No. 249, párr. 224; Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012 Serie C No. 250, párr. 230; 
Caso Gudiel Álvarez y otros (Diario Militar) Vs. Guatemala. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 
noviembre de 2012 Serie C No. 253, párr. 262; Caso García y Familiares Vs. Guatemala. Fondo 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 noviembre de 2012 Serie C No. 258, párr. 153; Caso Luna López Vs. 
Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2013. Serie C No. 269, párr. 189; 
Caso Osorio Rivera y Familiares Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 26 de noviembre de 2013. Serie C No. 274, párr. 201. 
72 Corte IDH. Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio de 
2004. Serie C No. 109, párr. 191; Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 31 de agosto de 2004. Serie C No. 111191, párr. 142; Caso Gómez Palomino Vs. Perú. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2005. Serie C No. 136, párr. 85; Caso Kimel Vs. 
Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de mayo de 2008 Serie C No. 177, párr. 97; Caso 
Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182, párr. 172; 
Caso Anzualdo Castro Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de 
septiembre de 2009. Serie C No. 202, párr. 156; Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209, párr. 244; Caso 
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corporación regional  “el derecho de acceso a la justicia no se agota con el trámite de 

procesos internos, sino que éste debe además asegurar, en tiempo razonable, el derecho de 

las presuntas víctimas o sus familiares a que se haga todo lo necesario para conocer la 

verdad de lo sucedido y para que se sancione a los eventuales responsables. Ciertamente la 

Corte ha establecido, respecto al principio del plazo razonable contemplado en el artículo 

8.1 de la Convención Americana, que es preciso tomar en cuenta tres elementos para 

determinar la razonabilidad del plazo en el que se desarrolla un proceso: a) complejidad del 

asunto, b) actividad procesal del interesado y c) conducta de las autoridades73 judiciales”.74 

Agregando dentro de su jurisprudencia un elemento adicional a tener en cuenta 

dentro de la razonabilidad del plazo consistente en “la afectación generada en la situación 

jurídica de la persona involucrada75 en el proceso”,76 aclarando que el alcance de este plazo 

razonable es “en relación con la duración total del procedimiento que se desarrolla hasta 

que se dicta la sentencia definitiva. Asimismo, ha considerado que una demora prolongada 

constituye en principio, por sí misma, una violación a las garantías judiciales”.77 

En lo relativo a la sentencia o el pronunciamiento de la autoridad competente que 

pone fin al proceso, dentro del DP y en los términos de la Corte se evidencia otro derecho 

que debe ser salvaguardado, consistente en la debida motivación, en razón de que, “las 

decisiones que adopten los órganos internos que puedan afectar derechos humanos, tal 

como el derecho a la participación política, deben estar debidamente fundamentadas, pues 

de lo contrario serían decisiones arbitrarias”,78 no solo motivadas sino también 

                                                                                                                                                     
López Mendoza Vs. Venezuela. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2011 Serie C 
No. 233, párr. 162; Caso González Medina y familiares Vs. República Dominicana. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de febrero de 2012 Serie C No. 240, párr. 257. 
73 La Corte ha establecido que es preciso tomar en cuenta tres elementos para determinar la razonabilidad del 
plazo: a) la complejidad del asunto, b) la actividad procesal del interesado, y c) la conducta de las autoridades 
judiciales, Corte IDH. Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 27 de noviembre de 2008. Serie C No. 192 
74 Corte IDH. Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia. Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C 
No. 140 
75 i) la complejidad del asunto; ii) la actividad procesal del interesado; iii) la conducta de las autoridades 
judiciales, y iv) la afectación generada en la situación jurídica de la persona involucrada en el proceso Corte 
IDH. Caso Favela Nova Brasília Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 16 de febrero de 2017. Serie C No. 333 
76 Corte IDH. Caso Anzualdo Castro Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 22 de septiembre de 2009. Serie C No. 202 
77 Corte IDH. Caso Vásquez Durand y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 15 de febrero de 2017. Serie C No. 332. 
78 Corte IDH. Caso Yatama Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 23 de junio de 2005. Serie C No. 127, replicado en casos similares como Caso Palamara 
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fundamentadas, pues reitera este tribunal que “las decisiones que adopten los órganos 

internos que puedan afectar derechos humanos deben estar debidamente motivadas y 

fundamentadas, pues de lo contrario serían decisiones arbitrarias”,79 esto quiere decir que, 

“la argumentación de un fallo y de ciertos actos administrativos deben permitir conocer 

cuáles fueron los hechos, motivos y normas en que se basó la autoridad para tomar su 

decisión, a fin de descartar cualquier indicio de arbitrariedad”,80 en otras palabras, “la 

justificación razonada que permite llegar a una conclusión”81 lo que quiere decir que “La 

motivación es la exteriorización de la justificación razonada que permite llegar a una 

conclusión”;82 contexto en el cual la Corte “advierte que la mera enumeración de las 

normas que podrían resultar aplicables a los hechos o conductas sancionadas no satisface 

los requisitos de una adecuada motivación”,83 reiterándose su importancia dentro del Estado 

de Derecho, pues “La Corte subraya la relevancia de la motivación, a fin de garantizar el 

principio de presunción de inocencia, principalmente en una sentencia condenatoria, la cual 

debe expresar la suficiencia de prueba de cargo para confirmar la hipótesis acusatoria; la 

observancia de las reglas de la sana crítica en la apreciación de la prueba, incluidas aquellas 

que pudieran generar duda de la responsabilidad penal; y el juicio final que deriva de esta 

valoración”.84 

 

                                                                                                                                                     
Iribarne Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2005. Serie C No. 135, 
párr. 216; Caso Claude Reyes y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de septiembre 
de 2006. Serie C No. 151, párrs. 120 y 143; Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2007. Serie C No. 
170, párr. 107; Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. 
Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C 
No. 182; párr. 78; Caso Chocrón Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 1 de julio de 2011. Serie C No. 227, párr. 118; Caso López Mendoza Vs. Venezuela. Fondo 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2011 Serie C No. 233, párr. 141; Caso J. Vs. Perú. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2013. Serie C No. 
275, párr. 224. 
79 Corte IDH. Caso Escher y otros Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 6 de julio de 2009. Serie C No. 200 
80 Corte IDH. Caso Chocrón Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 1 de julio de 2011. Serie C No. 227 
81 Caso García Ibarra y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 17 de noviembre de 2015. Serie C No. 306 
82 Corte IDH. Caso Flor Freire Vs. Ecuador. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 31 de agosto de 2016. Serie C No. 315 
83 Corte IDH. Caso López Lone y otros Vs. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 5 de octubre de 2015. Serie C No. 302 
84 Corte IDH. Caso Zegarra Marín Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 15 de febrero de 2017. Serie C No. 331 



Revista Primera Instancia. ISSN: 2683-2151. Número 12. Volumen 6. Enero-junio 2019.  PP. 61-103. 
______________________________________________________________________________________________ 

 

84 
 

Sin olvidar mencionar que dentro de la misma Convención y en relación al DP se 

encuentra lo enunciado en el artículo 25 convencional, del cual la Corte verifica que “el 

derecho a un recurso efectivo ante los jueces o tribunales nacionales competentes, 

constituye uno de los pilares básicos, no sólo de la Convención Americana, sino del propio 

Estado de Derecho en una sociedad democrática en el sentido de la Convención”,85 como 

complemento a todo el contenido del artículo octavo convencional y que busca garantizar a 

las personas sujetas a los Estados parte de la Convención para que sean amparados en todo 

tipo de procesos. 

 

3. Círculo de protección nacional al Debido Proceso 

Dentro del ordenamiento jurídico colombiano el DP se consagró en el artículo 29 de 

la Constitución Política, según el cual, “El debido proceso se aplicará a toda clase de 

actuaciones judiciales y administrativas. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes 

preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de 

la plenitud de las formas propias de cada juicio. En materia penal, la ley permisiva o 

favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o 

desfavorable. Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado 

judicialmente culpable. Quien sea indiciado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de 

un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un 

debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las 

que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos 

                                                 
85 Corte IDH. Caso Castillo Páez Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 3 de noviembre de 1997. Serie C No. 34, 
pronunciamiento que se verifica además en los siguientes casos Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Fondo. 
Sentencia de 12 de noviembre de 1997. Serie C No. 35, párr. 65; Caso Blake Vs. Guatemala. Fondo. 
Sentencia de 24 de enero de 1998. Serie C No. 36, párr. 102; Caso de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales 
y otros) Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 8 de marzo de 1998. Serie C No. 37, párr. 164; Caso Loayza 
Tamayo Vs. Perú. Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 1998. Serie C No. 42, párr. 169; 
Caso Castillo Páez Vs. Perú. Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 1998. Serie C No. 43, 
párr. 106; Caso Blake Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de enero de 1999. Serie C No. 
48, párr. 63; Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de mayo 
de 1999. Serie C No. 52, párr. 184; Caso Cesti Hurtado Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 29 de septiembre de 
1999. Serie C No. 56, párr. 121; Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. 
Fondo. Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63, párr. 234; Caso Durand y Ugarte Vs. Perú. 
Fondo. Sentencia de 16 de agosto de 2000. Serie C No. 68, párr. 101; Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. 
Fondo. Sentencia de 18 de agosto de 2000. Serie C No. 69, párr. 163; Caso Bámaca Velásquez Vs. 
Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de noviembre de 2000. Serie C No. 70, párr.  
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veces por el mismo hecho. Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del 

debido proceso”. 

A partir de este precepto constitucional la Corte Constitucional colombiana ha 

proferido diversidad de pronunciamientos en el cual ha desarrollado el alcance del DP 

dentro del ordenamiento jurídico colombiano; comenzando por definirlo como “un derecho 

de estructura compleja que se compone de un conjunto de reglas y principios que, 

articulados, garantizan que la acción punitiva del Estado no resulte arbitraria”,86 siendo “un 

complejo de garantías a favor de las partes, guarda unidad de sentido con la concepción que 

del derecho a un recurso judicial efectivo ofrece el derecho internacional de los derechos 

humanos”;87 a partir de este concepto, la Corte ha estipulado como garantías dentro de este 

DP, como es el derecho a recurrir “consiste en el ejercicio de un derecho subjetivo de 

quienes intervienen en el proceso a cualquier título y condición, para que se corrijan los 

errores del juez, que le causan gravamen o perjuicio, mientras que el recurso “es la petición 

formulada por una de las partes, principales o secundarias, para que el mismo juez que 

profirió una providencia o su superior la revise, con el fin de corregir los errores de juicio o 

de procedimiento que en ellas se hayan cometido”.88 

Adicionalmente dentro del artículo 29 se desprende también “El derecho a acceder a 

la justicia también guarda estrecha relación con el derecho al recurso judicial efectivo como 

garantía necesaria para asegurar la efectividad de los derechos, como quiera que “no es 

posible el cumplimiento de las garantías sustanciales y de las formas procesales 

establecidas por el Legislador sin que se garantice adecuadamente dicho acceso”.89 

Sobre este recurso efectivo, tiene vigencia a pesar de la existencia de requisitos 

previos, pues para esta corporación “la obligatoriedad de la audiencia de conciliación 

prejudicial y los efectos que tiene el acta de conciliación en caso de que las partes lleguen a 

un acuerdo, no elimina la posibilidad de que éstas tengan acceso a un recurso judicial 

efectivo. Ante posibles fallas ocurridas dentro del procedimiento conciliatorio, –como 

cuando se desconoce el debido proceso, se afectan derechos de terceros que no participaron 

en la conciliación, se tramitan a través de la conciliación asuntos excluidos de ella, se 

                                                 
86 Sentencia C-475 de 1997, M. P. Eduardo Cifuentes Muñoz, consideración jurídica No. 4 
87 Sentencia C-319 de 2013 M. P. Luis Ernesto Vargas Silva, consideración jurídica No. 9 
88 Sentencia C – 342 del 2017. Alberto Rojas Ríos N° 7.2.1. 
89 Sentencia C-1195 de 2001 M. P. Manuel José Cepeda Espinosa y Marco Gerardo Monroy Cabra, 
consideración jurídica No. 4.3, citando la Sentencia T-268 de 1996. M. P. Antonio Barrera Carbonell. 
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desconocen derechos de personas que se encuentran en condiciones de indefensión o se 

concilian derechos no renunciables- que lleguen a constituir una vulneración o amenaza de 

derechos fundamentales,90 procedería la acción de tutela”.91 

Siendo este “un recurso judicial efectivo, a través del cual las víctimas puedan 

canalizar sus demandas de reparación. En anteriores oportunidades este Tribunal se ha 

referido a los fundamentos constitucionales,92 señalando que en casos como el de las 

víctimas “sino que se proyecta igualmente en los procesos de reparación directa que se 

adelantan ante la jurisdicción contencioso-administrativa”,93 “sobre el particular, existe un 

evidente vínculo entre el acceso a la administración de justicia y contar con un proceso sin 

dilaciones injustificadas”.94 

Otra de las prerrogativas del DP para la Corte Constitucional es El derecho 

fundamental a la presunción de inocencia, recogido en el artículo 29 constitucional, que 

“significa que cualquier persona es inicial y esencialmente inocente, partiendo del supuesto 

de que sólo se puede declarar responsable al acusado al término de un proceso en el que 

deba estar rodeado de las plenas garantías procesales y se le haya demostrado su 

culpabilidad. Así pues, la presunción de inocencia se constituye en regla básica sobre la 

carga de la prueba, tal y como aparece consagrado en numerosos textos de derechos 

humanos”.95 

 

IV. MECANISMO DE PROTECCIÓN NACIONAL AL DEBIDO PROCESO 

Dentro de los mecanismos que se han consolidado para la protección de los derechos 

humanos, ha sido el control de convencionalidad como una herramienta útil para el 

desarrollo de los derechos humanos en Colombia esto quiere decir, que se puede utilizar 

como mecanismo jurídico de aplicación nacional como internacional ante los vacíos 

                                                 
90 En materia contencioso-administrativa, el legislador previó la aprobación judicial como mecanismo de 
control judicial de la conciliación en estas materias, Sentencia C-1195 de 2001 M. P. Manuel José Cepeda 
Espinosa y Marco Gerardo Monroy Cabra, consideración jurídica No. 5.2. 
91 Corte Constitucional, T-475 de 98, M. P. Alejandro Martínez Caballero; SU-048 de 97 M. P. Alejandro 
Martínez Caballero; T-433 de 93 M. P. Fabio Morón Díaz; T-530 de 95 M. P. Eduardo Cifuentes Muñoz; T-
276 de 95 M. P. Hernando Herrera Vergara; T-197 de 95 M. P. Vladimiro Naranjo Mesa; T-057 de 95 M. P. 
Eduardo Cifuentes Muñoz; T-030 de 96 M. P. Antonio Barrera Carbonell. 
92 Ibídem. 
93 Sentencia SU-915 de 2013 M. P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 
94 Corte Constitucional, sentencia T-494/14. 
95 Sentencia C-205 de 2003 M. P. Clara Inés Vargas, consideración jurídica No. 4.2.4. 
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jurídicos, según Olano 2016. “Al interior del Sistema Interamericano, específicamente de la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante CIDH), ha nacido el control de 

convencionalidad como una herramienta jurídica, dinámica, adecuada, útil y fundamental 

que surge de las convenciones o tratados internacionales sobre derechos humanos como 

primera fuente de juridicidad y busca lograr el cumplimiento y debida implementación de 

la sentencia internacional”.96 De esta manera es indispensable conocer su origen y la 

efectiva aplicación en la jurisdicción colombiana, con la ratificación de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, y el Pacto de San José de Costa Rica, en palabras de 

Olano 2016 “El control de convencionalidad es un término creado por la CIDH y 

consustancial a esa jurisdicción, que surge en el año 2003, cuando, si bien no llegó a 

dársele el alcance que posteriormente obtuvo, el juez Sergio García Ramírez, en el Caso 

Myrna Mack Chang vs. Guatemala”.97 Para el caso colombiano la aplicación del control de 

convencionalidad ha evolucionado en diversos casos donde Colombia ha recibido sanciones 

por la vulneración a derechos fundamentales, esto significa de manera categórica que el 

control de convencionalidad ha tenido aplicación en nuestra jurisdicción, de esta manera lo 

explica Durango & Garay 2015. “Cuando la Corte Constitucional revisa la 

constitucionalidad y la convencionalidad de las leyes, declara su adecuación o inadecuación 

a los principios, derechos y normas consagrados en la Constitución y en la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos; desarrollando un accionar "judicial" bastante 

complejo, en la medida en que -muchas veces- entra en ámbitos políticos propios de 

legislador”,98 esta aplicación efectiva hace que el estado social y democrático de derecho 

tenga claro su carácter constitucional, de esta forma dando gran campo de estudio y respeto 

a los derechos humanos, buscando de esta manera la protección sobre ciertas comunidades 

olvidadas por el derecho y con falta de cierta justicia social, dejándolo en claro o como 

ejemplo tomado por Durango & Garay 2015. “En la actualidad, la mayoría de las 

constituciones democráticas consagra en su marco jurídico institucional la figura del 

control de constitucionalidad sobre las leyes, en cabeza de un Tribunal o Corte 

Constitucional. En términos generales, dicho control se erige como una garantía 

                                                 
96 OLANO GARCÍA, Hernán Alejandro, Teoría del control de convencionalidad. Estudios constitucionales, 
2016, vol. 14, no. 1, pp. 61-94. 
97 Ibídem. 
98 DURANGO ÁLVAREZ, Gerardo A.; HERAZO, Garay; JOSÉ, Kennier, El control de constitucionalidad y 
convencionalidad en Colombia, Prolegómenos, 2015, vol. 18, no. 36, pp. 99-116. 
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jurisdiccional de protección, tanto de la Constitución -garantía "contra mayoritaria" en 

favor de las minorías políticas- como de los derechos fundamentales de las personas”.99. 

Pero es importante establecer que normas y desde que momento histórico y legal se 

empieza a establecer el control de convencionalidad en nuestro país para esto se toma la 

siguiente definición. En términos de su génesis, el control de constitucionalidad en 

Colombia no es un fenómeno nuevo cuyos orígenes se anclen a la actual Constitución, sino 

que, tuvo varios momentos previos que lo fueron configurando. Entre estos resulta 

interesante mencionar -por su relevancia-, el acto reformatorio 3 de la reforma 

constitucional de 1910. Este reformó la Constitución de 1886, en el sentido de que se 

estableció un control judicial de constitucionalidad concentrado en la sala plena de la Corte 

Suprema de Justicia. Sin embargo, en 1968 esta función se asume como especial y se crea 

la sala constitucional de la Corte Suprema de Justicia, para que se encargase de dichos 

asuntos Zuluaga, 2003. Pero en la constitución del 91 el control se convierte competencia 

de la corte constitucional y para nuestro estudio es importante recalcar que nuestra 

constitución es la interrelación de sistemas jurídicos para el precedente jurídico es posible 

con el control de convencionalidad, según Martínez, Pérez & Cubides 2015 “A nivel 

internacional cada Estado americano cuenta con la posibilidad de integrarse como parte del 

Sistema Interamericano de Derechos Humanos (en adelante SIDH), sin embargo, los 

sistemas jurídicos internos son tan diferentes que en algunos no se logra garantizar la 

adecuada protección de los derechos humanos”,100 es de gran importancia aclarar que el 

control de convencionalidad es diferente para algunos autores del control constitucional, 

además en el control de convencionalidad existen dos formas creadas para su efectiva 

aplicación una es control de carácter difuso y otro concentrado, dando así un gran margen 

de aplicabilidad interna como externa, nacional como supranacional, Los órganos judiciales 

de cada país firmante de la CADH hoy tienen una doble tarea que realizar. Por un lado, 

ejercer el llamado Control de Constitucionalidad y por el otro un CCV. El primero consiste 

en realizar una comparación entre su Constitución y las normas que por su rango están por 

                                                 
99 Ibídem. 
100 MARTÍNEZ LAZCANO, Alfonso Jaime; PÉREZ, Eduardo Santiago; CUBIDES CÁRDENAS, Jaime 
Alfonso, Implicaciones del Control de Convencionalidad: cumplimiento de la Sentencia Radilla Pacheco 
versus México y el caso de la masacre de Santo Domingo versus Colombia, Revista Científica General José 
María Córdova, 2015, vol. 13, no. 15, pp. 115-141. 
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debajo de ella, debiendo darle prioridad.101 Mientras que el segundo, de acuerdo con Bazán 

2011, “consiste en juzgar en casos concretos si un acto o una normativa de derecho interno 

resultan incompatibles con la CADH, disponiendo en consecuencia la reforma o la 

abrogación de dichas prácticas o normas, según corresponda, en orden a la protección de 

los DD. HH. Y la preservación de la vigencia suprema de tal convención y de otros 

instrumentos internacionales fundamentales en este campo (p. 68). En el derecho la tarea es 

más complicada porque la jurisdicción interna ofrece vacíos bastante claros que hacen que 

el caso sea remitido a la jurisdicción internacional para su protección. 

Este tipo de control ha tenido un desarrollo tanto en el caso mexicano y colombiano, 

dentro del Estado colombiano se ha manifestado mediante el bloque de constitucionalidad 

la aplicación tanto de las sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 

como de la misma convención, no obstante, la Corte Constitucional en reiteradas sentencias 

ha evidenciado que no es un juez de convencionalidad, no obstante, el consejo de Estado ha 

manifestado la aplicación de este control de convencionalidad, al manifestar que De forma 

sistemática el mismo pronunciamiento configura “la procedencia del control de 

convencionalidad obligatorio”. Argumentando razones de juicio de revisión de la 

“adecuación del ordenamiento interno a la luz de los postulados convencionales, a cargo de 

las autoridades en general y de los jueces ordinarios en particular, a fin de velar por la 

regularidad y armonía de las normas del derecho interno frente a las disposiciones de la 

Convención Americana de Derechos Humanos”.102 

Por su parte en el caso mexicano, la SCJN “reconoce que las sentencias de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH), derivadas de casos en los que México 

haya sido parte, son obligatorias “en sus términos”.103 En este sentido, el Estado mexicano 

ha aceptado la jurisdicción de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, por ello, 

cuando ha sido parte en una controversia o litigio ante esa jurisdicción, la sentencia que se 

dicta en esa sede, junto con todas sus consideraciones, constituye cosa juzgada, 

correspondiéndole exclusivamente a ese órgano internacional evaluar todas y cada una de 

                                                 
101 HITTERS, Juan Carlos, Control de constitucionalidad y control de convencionalidad. Comparación 
(Criterios fijados por la Corte Interamericana de Derechos Humanos), Estudios constitucionales, 2009, vol. 
7, no. 2, pp. 109-128. 
102 Consejo de Estado sala de lo contencioso administrativo sección tercera subsección C consejero ponente: 
Jaime Orlando Santofimio Gamboa, del diecisiete 17 de septiembre de 2013. 
103 Resolución del expediente Varios 912/2010. 
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las excepciones formuladas por el Estado mexicano, tanto si están relacionadas con la 

extensión de la competencia de la misma Corte o con las reservas y salvedades formuladas 

por aquél,104 por ello, “El control de convencionalidad nos convoca a traer a México lo que 

en otras latitudes se han llamado “diálogos jurisprudenciales”, en los que los jueces van 

dando pasos desde sus distintas jurisdicciones para lograr avances en la protección de 

derechos. Finalmente, no olvidemos que el derecho constitucional de nuestros días plantea 

problemas muy semejantes a todas las jurisdicciones, de modo que siempre existen buenas 

oportunidades de aprendizaje cuando se comienza a dialogar con experiencias foráneas”.105 

En este sentido se evidencia que el Debido Proceso es protegido no solo por los 

sistemas nacionales sino por los sistemas internacionales, creándose como mecanismo 

idóneo para su efectiva garantía es el control de convencionalidad que de forma difusa se 

ha ejercido en los casos colombiano y mexicano, al propender por el efectivo cumplimiento 

de todo el desarrollo convencional e internacional del DP. 

 

V. CONCLUSIONES 

Como se ha visto a lo largo de este texto el DP se ha constituido como una de las garantías 

que es inherente a las personas, pues ante la figura del Estado y todo su poder, al momento 

de que lo ejerza sobre las personas es necesario que dichos individuos cuenten con las 

garantías propias que permitan lograr una decisión legitima y adecuada, definiendo de esta 

manera el Debido Proceso. Adquiriendo un complejo contenido sustancial pues no se 

remite a una sola premisa, sino que su efectividad está supeditada a que se ejerzan 

debidamente un conjunto de garantías que a lo largo de este texto fueron expuestas.  

A partir de su relevancia tanto el círculo de protección internacional como lo 

regional han generado innumerables instrumentos y pronunciamientos, describiendo cada 

uno de los derechos que integran el Debido Proceso y que en su conjunto deben ser 

asegurados, pues con la falta de alguno de ellos se viciara los procesos, comprendiendo que 

sus particularidades se conforman en un todo que es el Debido Proceso. Las convergencias 

que se presentan entre cada uno de estos círculos conllevan a verificar componentes 

                                                 
104 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, libro III, diciembre de 2011, t. 1, tesis P. LXV/2011 
(9a.), p. 556. 
105 CARBONELL, Miguel, Introducción general al control de convencionalidad, Editorial Porrúa, México, 
2013. 
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similares del DP en cada uno de sus sistemas, como lo es la tutela judicial efectiva, derecho 

a hacer oído, juez natural, entre otros. Por su parte dentro del sistema nacional el DP 

también ha estado dentro de los centros del ordenamiento jurídico colombiano, pues en 

armonía con el desarrollo internacional se consolido evidenciando su relevancia para el 

legítimo funcionamiento del Estado. 

Evidenciándose que, a través del desarrollo internacional y regional de los sistemas 

de protección de derechos humanos, no solo han estipulado el contenido de los mismo sino 

también las formas en que se deben proteger, surgiendo la figura del control de 

convencionalidad que debe ser aplicado de forma difusa por los jueces nacionales, tal y 

como lo han ejercido en el caso colombiano y mexicano. 

Con todo ello el juez al momento de decidir el amparo al debido proceso de las 

personas que acuden ante él, para garantizar su efectiva protección no debe enmarcarse en 

un solo círculo de protección sino que ante el estudio de cada una de las prerrogativas que 

en cada círculo se generen aplicar la que en mayor medida genere protección al debido 

proceso, realizando lo que puede denominarse como el test de convencionalidad donde se 

evalúan las garantías que de forma consensual se generan en cada uno de los círculos de 

protección y verificando cual favor en mayor medida a la persona, se debe aplicar, 

apartándose de esta manera en discusiones sobre supremacía, configurándose una 

integración convencional. 

 

VI. BIBLIOGRAFÍA 

ALVARADO, Adolfo, Garantismo procesal contra actuación judicial de oficio, Tirant lo 

Blanch, Valencia, 2005. 

ARISTÓTELES, Política (traducción y notas de GARCÍA VALDÉS, Manuela), Madrid, 

Biblioteca Básica Gredos, 1988. 

BALTAZAR, Arturo Nicolás, El Debido Proceso en el Sistema Acusatorio Adversarial 

Mexicano Vs El Debido Proceso en el Sistema Anglosajón, Tribunal Superior de 

Justicia del Estado de Oaxaca, Escuela Judicial, 2015. 

BELÉN, María, El debido proceso en el Neoconstitucionalismo, 2015. 

CARBONELL, Miguel, Introducción general al control de convencionalidad, Editorial 

Porrúa, México, 2013. 



Revista Primera Instancia. ISSN: 2683-2151. Número 12. Volumen 6. Enero-junio 2019.  PP. 61-103. 
______________________________________________________________________________________________ 

 

92 
 

DURANGO ÁLVAREZ, Gerardo A.; HERAZO, Garay; JOSÉ, Kennier, El control de 

constitucionalidad y convencionalidad en Colombia, Prolegómenos, 2015, vol. 18, 

no. 36. 

GOVEA, Laura Alicia Camarillo, Convergencias y divergencias entre los sistemas europeo 

e interamericano de derechos humanos, Prolegómenos, 2016, vol. 19, no. 37. 

GUIBOURG, Ricardo A., La función judicial. Pensar en Derecho. 2011. 

HITTERS, Juan Carlos, Control de constitucionalidad y control de convencionalidad. 

Comparación (Criterios fijados por la Corte Interamericana de Derechos Humanos). 

Estudios constitucionales, 2009, vol. 7, no. 2, p. 109-128. 

IRIARTE, Gustavo Cuello, El debido proceso, Vniversitas, 2005, no. 110. 

LEVENE, Ricardo (hijo), El debido proceso legal, en El debido proceso penal y otros 

temas, San José de Costa Rica, ILANUD y Corte Suprema de Justicia, 1981. 

LINARES, Juan Francisco, Razonabilidad de las leyes; el debido proceso como garantía 

innominada en la Constitución Argentina, Editorial Astrea, Buenos Aires, 1989. 

MANRIQUE, Jorge Isaac Torres, Breves consideraciones acerca del debido proceso civil: 

A propósito del exiguo desarrollo y reconocimiento del debido proceso, en sus 

diversas variantes de debidos procesos específicos, Derecho y Cambio Social, 2010, 

vol. 7, no. 21. 

MELÉNDEZ, Florentín La suspensión de los derechos fundamentales en los Estados de 

excepción, según el derecho internacional de los derechos humanos, El Salvador, 

Imprenta Criterio, 1999. 

MENDIZÁBAL BERMÚDEZ, Gabriela; ÁVILA SILVA, Juan Manuel, Evolución del 

derecho de la seguridad social desde el análisis del desarrollo constitucional en 

México, European Journal of Social Law/Revue Européenne du Droit Social, 2018, 

vol. 40, no. 3. 

MICHILINI, José Antonio, Protección internacional de los derechos humanos: órganos, 

instrumentos y características, Hologramática, 2011, vol. 14, no. 5. 

NOVAK, Fabián, El Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos: 

semejanzas y diferencias con el sistema europeo, Agenda Internacional, 2003, vol. 

9, no. 18. 



Revista Primera Instancia. ISSN: 2683-2151. Número 12. Volumen 6. Enero-junio 2019.  PP. 61-103. 
______________________________________________________________________________________________ 

 

93 
 

OLANO GARCÍA, Hernán Alejandro, Teoría del control de convencionalidad. Estudios 

constitucionales, 2016, vol. 14, no. 1. 

PAGANO, Francesco, citado por Camargo, pedro pablo, el debido proceso. 

PLATA PINEDA, Oswaldo, Religión y política en el Leviatán de Thomas Hobbes, Praxis 

filosófica, 2006, no. 23. 

PRIETO MONROY, Carlos Adolfo, El proceso y el debido proceso, Vniversitas, 2003, no 

106. 

QUIROGA LEÓN, Anibat, Estudios de Derecho Procesal, IDEMSA, Lima. 

QUIRÓS, Roberto Cañas, El Contrato Social de Rousseau: el problema de la natural 

enemistad entre la soberanía y el gobierno. Estudios, no. 21. 

RAMÍREZ, Martín Agudelo, El debido proceso, Opinión Jurídica, 2005, vol. 4, no. 7. 

RIVERA CASTRO, Fabiola, El Imperativo Categórico en la Fundamentación de la 

metafísica de las costumbres, Revista Digital Universitaria, 2008, vol. 5, no. 11. 

SALAZAR, BONILLA, Ana Isabel, El debido proceso, su tutela constitucional, Tesis para 

optar al grado de licenciatura en Derecho, Tesis 1996-B, Costa Rica, 1988. 

 

Hemerografía 

AÑAÑOS BEDRIÑANA, Karen G., Sistema Universal de Protección de Derechos 

Humanos: Análisis de los Informes del Comité de Derechos Humanos en 

Latinoamérica. Revista de Paz y Conflictos, 2016, vol. 9, no. 1. 

EVIA, Jorge Rivero, Los agentes clandestinos y el debido proceso. Revista del Instituto de 

la Judicatura Federal 2009. 

FLÓREZ, Giovanni Forno, Juicio político y debido proceso en Latinoamérica. Revista 

“Cuadernos Manuel Giménez Abad”, 2013, no. 5. 

MARTÍNEZ LAZCANO, Alfonso Jaime; PÉREZ, Eduardo Santiago; CUBIDES 

CÁRDENAS, Jaime Alfonso. Implicaciones del Control de Convencionalidad: 

cumplimiento de la Sentencia Radilla Pacheco versus México y el caso de la 

masacre de Santo Domingo versus Colombia, Revista Científica General José 

María Córdova, 2015, vol. 13, no 15. 

 

 



Revista Primera Instancia. ISSN: 2683-2151. Número 12. Volumen 6. Enero-junio 2019.  PP. 61-103. 
______________________________________________________________________________________________ 

 

94 
 

Jurisprudencia  

Caso Familia Barrios Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 

noviembre de 2011. Serie C No. 237, párr. 273; Caso Uzcátegui y otros Vs. 

Venezuela. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 3 de septiembre de 2012 Serie C 

No. 249, párr. 224.  

Caso García Ibarra y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 17 de noviembre de 2015. Serie C No. 306. 

Caso García y Familiares Vs. Guatemala. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 

noviembre de 2012 Serie C No. 258, párr. 153; Caso Luna López Vs. Honduras. 

Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2013. Serie C No. 

269, párr. 189. 

Caso Gudiel Álvarez y otros (Diario Militar) Vs. Guatemala. Fondo Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 20 noviembre de 2012 Serie C No. 253, párr. 262.  

Caso López Mendoza Vs. Venezuela. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de 

septiembre de 2011 Serie C No. 233, párr. 162.  

Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012 Serie C No. 250, párr. 230.  

Caso Osorio Rivera y Familiares Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 

y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2013. Serie C No. 274, párr. 201. 

Colombia, Corte Constitucional. Corte Constitucional, T-475 de 98, M. P. Alejandro 

Martínez Caballero; SU-048 de 97 M. P. Alejandro Martínez Caballero; T-433 de 

93 M. P. Fabio Morón Díaz; T-530 de 95 M. P. Eduardo Cifuentes Muñoz; T-276 

de 95 M. P. Hernando Herrera Vergara; T-197 de 95 M. P. Vladimiro Naranjo 

Mesa; T-057 de 95 M. P. Eduardo Cifuentes Muñoz; T-030 de 96 M. P. Antonio 

Barrera Carbonell. 

Colombia, Corte Constitucional. Sentencia C – 342 del 2017. Alberto Rojas Ríos N° 7.2.1. 

Colombia, Corte Constitucional. Sentencia C-1195 de 2001 M. P. Manuel José Cepeda 

Espinosa y Marco Gerardo Monroy Cabra, consideración jurídica No. 4.3, citando la 

Sentencia T-268 de 1996. M. P. Antonio Barrera Carbonell. 

Colombia, Corte Constitucional. Sentencia C-1195 de 2001 M. P. Manuel José Cepeda 

Espinosa y Marco Gerardo Monroy Cabra, consideración jurídica No. 5.2. 



Revista Primera Instancia. ISSN: 2683-2151. Número 12. Volumen 6. Enero-junio 2019.  PP. 61-103. 
______________________________________________________________________________________________ 

 

95 
 

Colombia, Corte Constitucional. Sentencia C-205 de 2003 M. P. Clara Inés Vargas, 

consideración jurídica No. 4.2.4. 

Colombia, Corte Constitucional. Sentencia C-319 de 2013 M. P. Luis Ernesto Vargas Silva, 

consideración jurídica No. 9. 

Colombia, Corte Constitucional. Sentencia C-475 de 1997, M. P. Eduardo Cifuentes 

Muñoz, consideración jurídica No. 4. 

Colombia, Corte Constitucional. Sentencia SU-915 de 2013 M. P. Jorge Ignacio Pretelt 

Chaljub. 

Corte IDH Caso Anzualdo Castro Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 22 de septiembre de 2009. Serie C No. 202, párr. 156; Caso 

Garibaldi Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 23 de septiembre de 2009. Serie C No. 203, párr. 133.  

Corte IDH. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso 

Administrativo”) Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182, párr. 172; Caso Valle 

Jaramillo y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de 

noviembre de 2008. Serie C No. 192188, párr. 155.  

Corte IDH. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso 

Administrativo”) Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182, párr. 172.  

Corte IDH. Caso Baldeón García Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 

de abril de 2006. Serie C No. 147184, párr. 151. 

Corte IDH Caso de la "Masacre de Mapiripán" Vs. Colombia. Sentencia de 15 de 

septiembre de 2005. Serie C No. 134, párr. 217. 

Corte IDH. Caso de las Hermanas Serrano Cruz Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 1 de marzo de 2005. Serie C No. 120, párr. 67. 

Corte IDH Caso de las Masacres de Ituango Vs. Colombia. Sentencia de 1 de julio de 2006 

Serie C No. 148, párr. 298.  

Corte IDH. Caso Escué Zapata Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 

4 de julio de 2007. Serie C No. 165, párr. 102; Caso Kimel Vs. Argentina. Fondo, 



Revista Primera Instancia. ISSN: 2683-2151. Número 12. Volumen 6. Enero-junio 2019.  PP. 61-103. 
______________________________________________________________________________________________ 

 

96 
 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de mayo de 2008 Serie C No. 177, párr. 

97186.  

Corte IDH. Caso Gomes Lund y otros (“Guerrilha do Araguaia”) Vs. Brasil. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 

2010. Serie C No. 219, párr. 219.  

Corte IDH. Caso Gómez Palomino Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 

22 de noviembre de 2005. Serie C No. 136, párr. 85. 

Corte IDH. Caso Kawas Fernández Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 3 de abril de 2009 Serie C No. 196, párr. 112. 

Corte IDH. Caso Kimel Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de 

mayo de 2008 Serie C No. 177, párr. 97.  

Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209, 

párr. 244; 

Corte IDH. Caso Salvador Chiriboga Vs. Ecuador. Excepción Preliminar y Fondo. 

Sentencia de 6 de mayo de 2008. Serie C No. 179187, párr. 78. 

Corte IDH. Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Fondo. Sentencia de 12 de noviembre de 

1997. Serie C No. 35182, párr. 72; Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia. Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio de 2004. Serie C No. 109, párr. 190.  

Corte IDH. Caso Tibi Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 7 de septiembre de 2004. Serie C No. 114183, párr. 175. 

Corte IDH. Caso Ximenes López Vs. Brasil. Sentencia de 4 de julio de 2006. Serie C No. 

149185, párr. 196; Corte IDH Caso La Cantuta Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2006. Serie C No. 162, párr. 149.  

Corte IDH. Caso del Tribunal Constitucional. Fondo, Reparaciones y Costas, supra nota 35, 

párr. 77; Caso La Cantuta, supra nota 42, párr. 140, y Caso Almonacid Arellano y 

otros, supra nota 37, párr. 130. 

Corte IDH. Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 

de 5 de julio de 2004. Serie C No. 109, párr. 191; Caso Ricardo Canese Vs. 

Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2004. Serie 

C No. 111191, párr. 142. 



Revista Primera Instancia. ISSN: 2683-2151. Número 12. Volumen 6. Enero-junio 2019.  PP. 61-103. 
______________________________________________________________________________________________ 

 

97 
 

Corte IDH. Caso Anzualdo Castro Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 22 de septiembre de 2009. Serie C No. 202; Caso García Ibarra 

y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 17 de noviembre de 2015. Serie C No. 30684, párr. 154.  

Corte IDH. Caso Anzualdo Castro Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 22 de septiembre de 2009. Serie C No. 202.  

Corte IDH. Caso Anzualdo Castro Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 22 de septiembre de 2009. Serie C No. 202, párr. 156.  

Corte IDH. Caso Anzualdo Castro Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 22 de septiembre de 2009. Serie C No. 202. 

Corte IDH. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso 

Administrativo”) Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 18210, párr. 46. 

Corte IDH. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso 

Administrativo”) Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182. 

Corte IDH. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso 

Administrativo”) Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182. 

Corte IDH. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso 

Administrativo”) Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182; párr. 78.  

Corte IDH. Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 2 de febrero de 2001. Serie C No. 727, párr. 124.  

Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de noviembre 

de 2000. Serie C No. 70, párr.  

Corte IDH. Caso Barbani Duarte y Otros Vs. Uruguay. Fondo Reparaciones y costas. 

Sentencia de 13 de octubre de 2011. Serie C No. 23415, párr. 118.  

Corte IDH. Caso Barbani Duarte y otros Vs. Uruguay. Fondo Reparaciones y costas. 

Sentencia de 13 de octubre de 2011. Serie C No. 234. 



Revista Primera Instancia. ISSN: 2683-2151. Número 12. Volumen 6. Enero-junio 2019.  PP. 61-103. 
______________________________________________________________________________________________ 

 

98 
 

Corte IDH. Caso Barbani Duarte y otros Vs. Uruguay. Fondo Reparaciones y costas. 

Sentencia de 13 de octubre de 2011. Serie C No. 234. 

Corte IDH. Caso Blake Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de enero de 

1999. Serie C No. 48, párr. 63; Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú. Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de mayo de 1999. Serie C No. 52, párr. 184.  

Corte IDH. Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 18 de agosto de 2000. 

Serie C No. 69, párr. 163.  

Corte IDH. Caso Castillo Páez Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 3 de noviembre de 1997. 

Serie C No. 34.  

Corte IDH. Caso Castillo Páez Vs. Perú. Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de 

noviembre de 1998. Serie C No. 43, párr. 106. 

Corte IDH. Caso Cesti Hurtado Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 29 de septiembre de 1999. 

Serie C No. 56, párr. 121.  

Corte IDH. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 

2007. Serie C No. 170, párr. 107. 

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212, párr. 

196.  

Corte IDH. Caso Chocrón Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 1 de julio de 2011. Serie C No. 227, párr. 118.  

Corte IDH. Caso Chocrón Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 1 de julio de 2011. Serie C No. 227. 

Corte IDH. Caso Claude Reyes y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 

de 19 de septiembre de 2006. Serie C No. 1516, párr. 116. 

Corte IDH. Caso Claude Reyes y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas Sentencia 

de 19 de septiembre de 2006. Serie C No. 151, párr. 126. 

Corte IDH. Caso Claude Reyes y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 

de 19 de septiembre de 2006. Serie C No. 151, párrs. 120 y 143.  

Corte IDH. Caso de la "Masacre de Mapiripán" Vs. Colombia. Sentencia de 15 de 

septiembre de 2005. Serie C No. 134, junto a lo dicho por el caso Zambrano Vélez y 
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otros Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de julio de 2007. 

Serie C No. 166, párrs. 119 y 120. 

Corte IDH. Caso de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo. 

Sentencia de 8 de marzo de 1998. Serie C No. 37, párr. 164; Caso Loayza Tamayo 

Vs. Perú. Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 1998. Serie C 

No. 42, párr. 169.  

Corte IDH. Caso de la Masacre de La Rochela Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 11 de mayo de 2007. Serie C No. 163.  

Corte IDH. Caso de la Masacre de La Rochela Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 11 de mayo de 2007. Serie C No. 163. 

Corte IDH. Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia. Sentencia de 31 de enero de 

2006. Serie C No. 140. 

Corte IDH. Caso de las comunidades afrodescendientes desplazadas de la Cuenca del Río 

Cacarica (Operación Génesis) Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2013. Serie C No. 270, 

párr. 373 

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. 

Fondo. Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63. 

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. 

Fondo. Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63, párr. 226.  

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. 

Fondo. Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63, párr. 234. 

Corte IDH. Caso del Tribunal Constitucional (Camba Campos y otros) Vs. Ecuador. 

Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto 

de 2013. Serie C No. 26816, párr. 166. 

Corte IDH. Caso del Tribunal Constitucional (Camba Campos y otros) Vs. Ecuador. 

Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto 

de 2013. Serie C No. 268. 

Corte IDH. Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 31 de enero de 2001. Serie C No. 71, adicionalmente se pronuncia en 

un igual sentido en los casos Caso Ivcher Bronstein Vs. Perú. Fondo, Reparaciones 



Revista Primera Instancia. ISSN: 2683-2151. Número 12. Volumen 6. Enero-junio 2019.  PP. 61-103. 
______________________________________________________________________________________________ 

 

100 
 

y Costas. Sentencia de 6 de febrero de 2001. Serie C No. 744, párr.102; Caso 

Yatama Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 23 de junio de 2005. Serie C No. 1275. 

Corte IDH. Caso Durand y Ugarte Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 16 de agosto de 2000. 

Serie C No. 68, junto con lo dicho en la sentencia Caso Las Palmeras Vs. Colombia. 

Fondo. Sentencia de 6 de diciembre de 2001. Serie C No. 9085, párr. 65. 

Corte IDH. Caso Durand y Ugarte Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 16 de agosto de 2000. 

Serie C No. 68, párr. 101.  

Corte IDH. Caso Escher y otros Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 

y Costas. Sentencia de 6 de julio de 2009. Serie C No. 200. 

Corte IDH. Caso Favela Nova Brasília Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de febrero de 2017. Serie C No. 333. 

Corte IDH. Caso Fernández Ortega y otros. Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010 Serie C No. 215, párr. 

17511; Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010 Serie C No. 21612, párr. 

159. 

Corte IDH. Caso Flor Freire Vs. Ecuador. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2016. Serie C No. 315. 

Corte IDH. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 29 noviembre de 2012 Serie C No. 258, párr. 135.  

Corte IDH. Caso Godínez Cruz Vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 20 de enero de 1989. 

Serie C No. 583, párr. 188; Caso Durand y Ugarte Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 16 

de agosto de 2000. Serie C No. 68, párr. 123. 

Corte IDH. Caso Gomes Lund y otros ("Guerrilha do Araguaia") Vs. Brasil. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 

2010. Serie C No. 219, párr. 202; Caso Masacres de El Mozote y lugares aledaños 

Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de octubre de 

2012. Serie C No. 252, párr. 257. 



Revista Primera Instancia. ISSN: 2683-2151. Número 12. Volumen 6. Enero-junio 2019.  PP. 61-103. 
______________________________________________________________________________________________ 

 

101 
 

Corte IDH. Caso González Medina y familiares Vs. República Dominicana. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de febrero de 2012 

Serie C No. 240, párr. 257. 

Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez y otros ("Diario Militar") Vs. Guatemala. Fondo 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 noviembre de 2012. Serie C No. 253, párr. 

259. 

Corte IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamín y otros, supra nota 260, párr. 147; y El 

derecho a la información sobre la asistencia consular en el marco de las garantías 

del debido proceso legal. Opinión Consultiva OC-16/99 de 1 de enero de 1987. 

Serie A No. 16, párr. 118. 

Corte IDH. Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña Vs. Bolivia. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 1 de septiembre de 2010 Serie C No. 21713, párr. 165. 

Corte IDH. Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña Vs. Bolivia. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 1 de septiembre de 2010. Serie C No. 217, párrs. 167 y 168. 

Corte IDH. Caso Ivcher Bronstein Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 

de febrero de 2001. Serie C No. 74, párr. 104;  

Corte IDH. Caso J. Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 27 de noviembre de 2013. Serie C No. 275, párr. 224. 

Corte IDH. Caso Juan Humberto Sánchez Vs. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de junio de 2003. Serie C No. 998. 

Corte IDH. Caso Juan Humberto Sánchez, supra nota 9, párr. 124.  

Corte IDH. Caso López Álvarez Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 

de 1 de febrero de 2006. Serie C No. 141, párr. 1489. 

Corte IDH. Caso López Lone y otros Vs. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de octubre de 2015. Serie C No. 302. 

Corte IDH. Caso López Mendoza Vs. Venezuela. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia 

de 1 de septiembre de 2011 Serie C No. 233, párr. 141. 

Corte IDH. Caso Maritza Urrutia Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 

de 27 de noviembre de 2003. Serie C No. 103. 
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Corte IDH. Caso Osorio Rivera y familiares Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2013. Serie C No. 274, 

párr. 182 y 185. 

Corte IDH. Caso Palamara Iribarne Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 

22 de noviembre de 2005. Serie C No. 1358, párr. 164.  

Corte IDH. Caso Palamara Iribarne Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 

22 de noviembre de 2005. Serie C No. 135, párr. 216. 

Corte IDH. Caso Quispialaya Vilcapoma Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2015. Serie C No. 308. 

Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209, 

párr. 244; Caso López Mendoza Vs. Venezuela. Fondo Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 1 de septiembre de 2011 Serie C No. 233, párr. 162.  

Corte IDH. Caso Ruano Torres y otros Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 5 de octubre de 2015. Serie C No. 303. 

Corte IDH. Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Fondo. Sentencia de 12 de noviembre de 

1997. Serie C No. 35, párr. 65; Caso Blake Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 24 

de enero de 1998. Serie C No. 36, párr. 102. 

Corte IDH. Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 27 de noviembre de 2008. Serie C No. 192. 

Corte IDH. Caso Vásquez Durand y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de febrero de 2017. Serie C No. 332. 

Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 29 de julio de 

1988. Serie C No. 4.  

Corte IDH. Caso Vélez Loor Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 

y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2010 Serie C No. 21814, párr. 108 y 

141.  

Corte IDH. Caso Yatama Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 23 de junio de 2005. Serie C No. 127.  

Corte IDH. Caso Zegarra Marín Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 

y Costas. Sentencia de 15 de febrero de 2017. Serie C No. 331. 
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Corte IDH. Excepciones al agotamiento de los recursos internos (Arts. 46.1, 46.2.a y 

46.2.b, Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-

11/90 de 10 de agosto de 1990. Serie A No. 11. 

Corte IDH. Garantías judiciales en estados de emergencia (Arts. 27.2, 25 y 8 Convención 

Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-9/87 de 6 de octubre 

de 1987. Serie A No. 9. 

Corte IDH. Garantías Judiciales en Estados de Emergencia (arts. 27.2, 25 y 8 Convención 

Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC9/87 del 6 de octubre 

de 1987, párrafo 27. 

Corte IDH. Opinión Consultiva OC-18/03 de 17 de septiembre de 2003. Serie A No. 18, 

párr. 126. 

Corte IDH.Caso Quispialaya Vilcapoma Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2015. Serie C No. 308, 

párr. 208. 

 

Normatividad  

Convención Americana sobre Derechos Humanos, 1969. 

La Declaración sobre los Principios Fundamentales de Justicia para las Víctimas de Delitos 

y de Abusos del Poder fue aprobada por la Asamblea General de las Naciones 

Unidas mediante la Resolución 40/34, del 29 de noviembre de 1985. 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 1966. 

 

 


